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I. RESUMEN

1. El presente informe se refiere a los casos 11.575, 12.333 y 12.341, en los cuales se alega la violación por parte de los Estados Unidos de América (en adelante “Estados Unidos” o “el Estado”) de los derechos reconocidos en los artículos I, II, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en adelante “la Declaración Americana” o “la Declaración”) en perjuicio de Clarence Allen Lackey, David Leisure, Anthony Green, James Brown, Larry Eugene Moon, Edward Hartman, Robert Karl Hicks, Troy Albert Kunkle, Stephen Anthony Mobley, Jaime Elizalde Jr., Ángel Maturino Resendiz, Heliberto Chi Aceituno, David Powell, y Ronnie Gardner (Caso 11.575); Miguel Ángel Flores (Caso 12.333); y James Wilson Chambers (Caso 12.341) [en adelante también “las presuntas víctimas”].  Las 16 presuntas víctimas fueron condenadas a pena de muerte en seis estados de los Estados Unidos (Carolina del Norte, Carolina del Sur, Georgia, Missouri, Texas y Utah) y posteriormente ejecutadas, mientras eran beneficiarias de medidas cautelares otorgadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la CIDH”, o “la Comisión Interamericana”).
2. De acuerdo a los peticionarios, las presuntas víctimas fueron condenadas a la pena capital en violación, entre otros, de los derechos a la vida y al debido proceso reconocidos en la Declaración Americana.  Los peticionarios alegan una serie de violaciones al debido proceso, entre las cuales se destacan la alegada ineficacia de la asistencia letrada asignada por el Estado y la violación al derecho a la notificación consular establecido en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares.  Por otra parte, alegan que varias de las presuntas víctimas fueron condenadas a la pena de muerte y posteriormente ejecutadas, a pesar de tener una discapacidad mental.  Alegan asimismo que las condiciones de detención, en particular el régimen de reclusión en confinamiento solitario, equivalen a la imposición de una pena cruel, infamante e inusitada.
3. El Estado, por su parte, manifiesta entre otras cosas que los alegatos no demuestran hechos violatorios de la Declaración Americana y que la pena capital es consistente con el derecho internacional cuando se aplica para los crímenes más serios y respetando las garantías el debido proceso. Respecto de varios de los alegatos presentados por los peticionarios, el Estado argumenta que fueron revisados por las cortes estatales y federales, por lo que las garantías del debido proceso fueron respetadas.  Asimismo, señala que la decisión adoptada por la Suprema Corte en el caso Atkins limita significativamente el procesamiento de personas con discapacidad mental.
4. Tras analizar la posición de las partes, la Comisión Interamericana concluye que Estados Unidos es responsable por la violación de los derechos consagrados en el artículo I (derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de la persona) en perjuicio de las 16 presuntas víctimas; artículo XVIII (derecho de justicia) en perjuicio de Miguel Larry Eugene Moon, Edward Hartman, Robert Karls Hicks, Jaime Elizalde Jr., Ángel Maturino Resendiz, Heliberto Chi Aceituno y Ángel Flores; artículo XXV (derecho de protección contra la detención arbitraria) en perjuicio de Ángel Maturino Resendiz y Ronnie Gardner; y artículo XXVI (derecho a proceso regular) en perjuicio de David Leisure, James Brown, Larry Eugene Moon, Edward Hartman, Robert Karl Hicks, Troy Albert Kunkle, Heliberto Chi Aceituno, Miguel Ángel Flores, Jaime Elizalde Jr., Ángel Maturino Resendiz y James Wilson Chambers.  En consecuencia, la Comisión Interamericana presenta sus recomendaciones a Estados Unidos de conformidad con lo establecido en el artículo 44 del Reglamento de la CIDH. 
II. TRÁMITE POSTERIOR A LOS INFORMES DE ADMISIBILIDAD
5. El 24 de marzo de 2011 la Comisión Interamericana adoptó el Informe No. 60/11, en que declaró la admisibilidad del Caso 11.575 en cuanto a las presuntas violaciones de los derechos consagrados en los artículos I, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana y del derecho consagrado en el artículo II del mismo instrumento respecto a Anthony Green y Edward Hartman.  Asimismo, la CIDH decidió acumular las catorce peticiones consideradas en dicho informe.  Mediante nota del 4 de abril de 2011 transmitida el 5 de abril de 2011, la Comisión Interamericana notificó el informe a las partes, fijando un plazo de dos meses para que los peticionarios presentaran sus observaciones adicionales sobre el fondo.  Asimismo, en dicha oportunidad, la CIDH se puso a disposición de las partes a fin de llegar a una solución amistosa del asunto conforme a los artículos 37(4) y 40 del Reglamento de la CIDH.
6.   Mediante comunicación recibida el 23 de mayo de 2011 la peticionaria Karen Parker presentó observaciones respecto a la presunta víctima Jaime Elizalde Jr., las cuales fueron trasladadas al Estado mediante comunicación de 3 de junio de 2011.  

7. El 1 de junio de 2011 los peticionarios S. Adele Shank y John Quigley presentaron observaciones sobre el fondo respecto a la presunta víctima David Powell; el 2 de junio de 2011 la peticionaria Karen Parker presentó observaciones adicionales relativas al señor Elizalde Jr.  La Comisión Interamericana trasladó dichas comunicaciones al Estado el 17 de junio de 2011, con un plazo de un mes para que enviara sus observaciones.  El 22 de junio de 2011 la CIDH recibió las observaciones del Estado, las cuales fueron debidamente trasladadas a los peticionarios mediante comunicación de fecha 7 de julio de 2011. 
8. El 12 de octubre de 2011 la CIDH reiteró la solicitud de observaciones sobre el fondo respecto de las demás presuntas víctimas, otorgando un plazo de un mes.  El 18 de enero de 2012 la peticionaria Sandra L. Babcock envió sus observaciones en representación de Ángel Maturino Resendiz, y una comunicación en representación de Ronnie Gardner, las cuales fueron trasladadas al Estado el 10 de febrero de 2012.  A la fecha de la adopción del presente informe la Comisión Interamericana aún no ha recibido respuesta respecto de las demás presuntas víctimas.

9.  El 22 de julio de 2011 la Comisión Interamericana adoptó el Informe No. 116/11, en el que declaró la admisibilidad del Caso 12.333, en cuanto a las presuntas violaciones de los derechos consagrados en los artículos I, XVIII y XXVI de la Declaración Americana.  El 4 de agosto de 2011 la Comisión Interamericana transmitió el informe a las partes y fijó un plazo de tres meses para que el peticionario presentara sus observaciones adicionales sobre el fondo.  Asimismo, en dicha oportunidad, la CIDH se puso a disposición de las partes a fin de llegar a una solución amistosa del asunto conforme a los artículos 37(4) y 40 del Reglamento de la CIDH.

10. Mediante comunicación recibida el 8 de agosto de 2011 el Estado indicó que, debido a que la víctima ya fue ejecutada, no había posibilidad de llegar a una solución amistosa.  Dicha comunicación fue trasladada al peticionario el 30 de agosto de 2011.  El 18 de noviembre de 2011 la CIDH reiteró la solicitud de observaciones sobre el fondo al peticionario, otorgando un plazo de dos semanas.  A la fecha de la adopción del presente informe, la Comisión Interamericana aún no ha recibido respuesta a dicha solicitud.

11. El 22 de julio de 2011 la Comisión Interamericana adoptó el Informe No. 117/11, con el que declaró la admisibilidad del Caso 12.341, en cuanto a las presuntas violaciones de los derechos consagrados en los artículos I, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana.  El 29 de julio de 2011 la CIDH transmitió el informe a las partes, fijando un plazo de tres meses para que el peticionario presentara sus observaciones adicionales sobre el fondo.  Asimismo, en dicha oportunidad, la Comisión Interamericana se puso a disposición de las partes a fin de llegar a una solución amistosa del asunto conforme a los Artículos 37(4) y 40 de su Reglamento.

12. El 18 de noviembre de 2011 la CIDH reiteró la solicitud de observaciones sobre el fondo al peticionario, y le otorgó a tal efecto un plazo de dos semanas.  A la fecha de la adopción del presente informe, la Comisión Interamericana aún no ha recibido respuesta a dicha solicitud.

III. POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Posición de los peticionarios

Caso 11.575 – Clarence Allen Lackey y otros
13. El Caso 11.575 se refiere a la situación de 14 personas condenadas a pena de muerte en diferentes procesos penales llevados a cabo en seis estados de los Estados Unidos, y que fueron posteriormente ejecutadas.  A continuación se describirá la posición de los peticionarios respecto a cada una de las presuntas víctimas del caso.  Dado que la CIDH no ha recibido observaciones sobre el fondo respecto a 11 de las 14 presuntas víctimas, la mayoría de la información descrita a continuación fue proporcionada por los peticionarios con anterioridad a la adopción del Informe de admisibilidad.
Clarence Allen Lackey

14. De acuerdo a lo indicado en la petición, Clarence Allen Lackey fue sentenciado por homicidio por el tribunal del condado de Tom Green, Texas; y condenado a la pena capital en 1978.  En la petición se alega que la ejecución del señor Lackey luego de casi dos décadas de su condena constituye una imposición de una pena cruel, infamante o inusitada, por lo que el Estado habría violado el derecho reconocido en el artículo XXVI de la Declaración Americana.

15. Indica el peticionario que varios tribunales internacionales han establecido que la prohibición de todo castigo o trato cruel, inhumano o degradante prohíbe al Estado mantener a una persona en el corredor de la muerte por un tiempo excesivo, así como someter al condenado a repetidas fechas de ejecución.  Señala además que la Suprema Corte de Justicia de Estados Unidos ha reconocido que los dos propósitos legítimos que justifican la pena de muerte son la retribución y la disuasión.  El peticionario afirma que la ejecución de la presunta víctima no cumpliría siquiera uno de dichos propósitos, dado que permaneció casi dos décadas privada de libertad; y además, porque la demora excesiva entre la sentencia y la ejecución minó la posible disuasión.  Indica que la presunta víctima fue obligada a prepararse para una ejecución inminente en cinco oportunidades, y que dos de las fechas fueron suspendidas horas antes de la ejecución.  

16. Por otra parte, el peticionario alega que el estado de Texas demoró más de catorce años en dictar una sentencia definitiva, y que la demora en el proceso penal ocurrida desde 1977 hasta 1991 es atribuible exclusivamente a la responsabilidad del Estado.  Señala asimismo que el tribunal demoró varios meses en fijar la fecha de la ejecución, y que la fecha originalmente fijada (17 de julio de 1992) fue suspendida en cinco oportunidades.
David Leisure
17. David Leisure fue condenado por el delito de homicidio y sentenciado a pena de muerte el 22 de mayo de 1987 por la Corte de Circuito de Saint Louis (Circuit Court for the City of St. Louis), Missouri.  El peticionario alega ineficacia de la asistencia letrada; discapacidad mental del señor Leisure; falta de acceso a recursos judiciales para la presentación de prueba nueva; y admisión de prueba tendiente a prejuzgar la gravedad del delito, lo cual habría provocado el dictado de una condena desproporcionada.  Con base en todo lo expuesto, el peticionario alega que el Estado violó los derechos reconocidos en los artículos I, II, XVIII y XXVI de la Declaración Americana en perjuicio del señor Leisure. 
18. El peticionario manifiesta que el abogado que defendió al señor Leisure nunca había actuado en un caso de pena de muerte, motivo por el cual no estaba calificado ni preparado para defender a la presunta víctima.  Menciona asimismo que el estudiante que apoyó en la defensa y desempeñó un rol de representante legal de facto, se encontraba bajo la influencia de narcóticos durante el juicio, hecho descubierto con posterioridad a la condena.  De acuerdo al peticionario, de haberse conocido este hecho durante el juicio la presunta víctima no habría sido declarada culpable.  Indica asimismo que, si dicha prueba hubiera estado disponible al momento de la presentación de la petición original de hábeas corpus, la sentencia condenatoria habría sido revocada.  
19. Respecto a la alegada discapacidad mental de la presunta víctima, el peticionario manifiesta que, de acuerdo a prueba disponible, el coeficiente intelectual del señor Leisure era menor a 75, lo cual equivaldría a una persona con deficiencia mental.  Asimismo, según evaluaciones del estado de Missouri el coeficiente habría posteriormente bajado a menos de 58.  De acuerdo a una pericia neurológica presentada por el peticionario, el señor Leisure habría sufrido un daño cerebral que causaría una disminución del funcionamiento del sistema nervioso central y una consecuente baja de su coeficiente intelectual, por lo que no sería apto para ser ejecutado.
20. En relación con la presunta falta de acceso a recursos judiciales para la presentación de prueba nueva, según el peticionario desde que la Corte de Distrito (Eastern District Court) rechazó la petición inicial de hábeas corpus, todas las cortes, estatales y federales, rechazaron en forma sumaria sus solicitudes de permiso para apelar (permission to appeal).  Señala que ninguna corte estatal o federal le concedió el derecho a apelar el rechazo de sus primeras solicitudes de hábeas corpus, con lo que se le negó su derecho a presentar nueva prueba relativa a la ineficacia de la asistencia letrada durante el juicio.  Por otra parte, sostiene que el 26 de julio de 1999 la Corte de Distrito denegó una solicitud de permiso para apelar presentada por el señor Leisure con base en argumentos procesales, motivo por el cual de acuerdo al peticionario la Corte nunca entró a analizar el fondo del asunto.  Concluye que dichas denegaciones constituyen una violación al derecho de la presunta víctima al debido proceso.
21. Respecto al último alegato, señala el peticionario que se admitió como prueba una fotografía de los restos de una víctima cuyo homicidio no había sido imputado al señor Leisure.  Sostiene que el objetivo de la presentación de dicha fotografía era asegurarse la condena a pena de muerte, por lo cual considera que la sentencia se basó en prejuicios y no en hechos probados.  Indica que la fotografía no fue presentada durante el juicio de los dos coencausados quienes, a pesar de haber tenido una mayor participación de acuerdo al peticionario, fueron condenados a prisión perpetua.  En tal sentido, alega que la condena impuesta a la presunta víctima fue desproporcionada.
Anthony Green
22. Anthony Green, de ascendencia africana, fue condenado en el estado de Carolina del Sur a la pena de muerte en octubre de 1988 por los delitos de latrocinio y homicidio.  Los peticionarios alegan discriminación racial en el contexto del homicidio cuya víctima era una mujer blanca; ineficacia de la asistencia letrada; síndrome del corredor de la muerte; y utilización de cargos relativos a delitos no adjudicados a la presunta víctima.  Sostienen, por lo tanto, que el Estado es responsable por violaciones de los artículos I, II, XVIII y XXVI de la Declaración Americana en relación con el proceso penal llevado a cabo en contra del señor Green.
23. Los peticionarios alegan que la pena de muerte es aplicada de manera discriminatoria en Carolina del Sur y presentan estadísticas que, a su juicio, demuestran que la raza constituye un factor significativo en la determinación de cuáles acusados enfrentarán en última instancia la pena de muerte.  Señalan al respecto que en Carolina del Sur las personas afro descendientes acusadas de asesinar a personas blancas tienen una probabilidad tres veces mayor de ser sentenciadas a la pena capital que las personas blancas.  Indican asimismo que en el Condado de Charleston, donde ocurrieron los hechos por los cuales el señor Green fue condenado, la acusación procura la pena capital contra personas afro descendientes en una proporción 20 veces mayor si la víctima del delito es blanca.  En ese sentido, los peticionarios concluyen que la raza del señor Green y de la presunta víctima del homicidio fueron determinantes en su sentencia a la pena de muerte, motivo por el cual Estados Unidos violó el artículo II de la Declaración Americana.
24. Por último, alegan que la asistencia letrada fue ineficaz, pero no ofrecen mayores detalles al respecto, ni indican si la defensa era particular o nombrada por el Estado.  Asimismo, indican que el señor Green permaneció privado de la libertad en el corredor de la muerte durante 14 años, y que ello constituye la imposición de una pena cruel, infamante o inusitada.  Por otra parte, en la etapa procesal de determinación de la pena, el Fiscal habría utilizado rotundamente cargos relativos a delitos no adjudicados en contra de la presunta víctima, para establecer una circunstancia agravante de futura peligrosidad a fin de asegurar su sentencia a la pena de muerte. 
James Brown
25. James Brown fue sentenciado por el delito de homicidio y condenado a pena de muerte en el año 1990 en Georgia.  El peticionario alega que la asistencia letrada fue ineficaz; que el señor Brown sufría de una discapacidad mental; y que fue objeto de abuso físico por parte de la policía antes del juicio.  En tal sentido, concluye el peticionario que la violación al debido proceso en un caso de pena de muerte conlleva a la violación del derecho a la vida reconocido en el artículo I de la Declaración Americana.  Indica además que el abuso físico de una persona que se encuentra bajo custodia del Estado equivale a un trato inhumano o degradante.  Con base en todo lo anterior, el peticionario alega que el Estado violó los derechos reconocidos en los artículos I, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana en perjuicio del señor Brown.
26. En relación con el primer alegato, se señala que el abogado de la defensa no presentó al jurado toda la prueba relativa a la historia de enfermedades mentales padecidas por el señor Brown.  Asimismo, se indica que si bien se informó al jurado sobre los abusos sufridos por la presunta víctima durante su infancia, el jurado no conoció el grado de dichos abusos y abandono.  El jurado no habría sido informado sobre el hecho que, durante su infancia, la presunta víctima era golpeada por su padre todos los días, llegando en algunos momentos a perder conocimiento; que fue testigo de las fuertes golpizas que su padre infligía a su madre; que iba a la escuela sin haber desayunado y que muchas veces no llevaba almuerzo; que en su casa era mordido por ratas; que en invierno no tenía ropa abrigada; y que vivía en una casa sin agua potable y sin ventanas.

27. Al respecto, señala el peticionario que la falta de una adecuada representación legal constituye una violación al derecho a un juicio justo y a un proceso regular.  El peticionario cita principios de Naciones Unidas y señala que el estándar aplicable a la representación legal en los casos de pena de muerte debe ser el más elevado.
28. Por otra parte, el peticionario alega que el señor Brown sufría de esquizofrenia de tipo paranoide; que dicho diagnóstico estaba muy bien documentado; y que el estado de Georgia conocía la discapacidad de la presunta víctima.  Señala que desde 1968 hasta el juicio llevado a cabo en 1981 el señor Brown permaneció el 70 por ciento del tiempo internado en hospitales psiquiátricos.  De acuerdo al peticionario, todos los médicos y expertos que lo evaluaron entre 1975 y 1981 diagnosticaron la enfermedad de esquizofrenia de tipo paranoide y el padecimiento de agudos episodios psicóticos.  Indica que cuando la presunta víctima fue inicialmente admitida en el Central State Hospital con posterioridad a su detención, sufría de alucinaciones visuales y auditivas.  Asimismo, médicos del Estado que examinaron al señor Brown entre 1980 y 1981 con anterioridad al juicio habrían considerado que la presunta víctima era psicótica y que sufría de alucinaciones, diagnosticando esquizofrenia de tipo paranoide.
29. Respecto al tercer alegato, indica que el 15 de mayo de 1975, día de la detención, la presunta víctima no realizó declaración alguna.  Sin embargo, al día siguiente habría confesado el crimen ante autoridades del Condado de Gwinnett y oficiales de la policía.  De acuerdo al peticionario el señor Davis, abogado asistente del Condado de Fulton, al ir a visitar al señor Brown el 20 de mayo de 1975 observó que su espalda tenía la marca de un golpe realizado con una silla.  La presunta víctima le habría indicado que fue golpeado por un oficial.  El señor Davis se habría contactado inmediatamente con el abogado asistente del Condado de Gwinnett para informarle sobre lo sucedido.  Indica el peticionario que si bien la policía no negó haber golpeado al señor Brown, señaló que la confesión era válida debido a que el golpe habría tenido lugar luego de la confesión.
30. Por último, señala el peticionario que la presunta víctima declaró ser inocente y que, de forma inexplicable, el abogado de la defensa no presentó al jurado toda la prueba disponible sobre la historia de enfermedades mentales padecidas por el señor Brown.  De acuerdo al peticionario el jurado no tuvo conocimiento de los registros que indican que la presunta víctima sufría de desorden convulsivo, neurosis histérica de tipo conversivo, desorden psiconeurótico con reacciones disociativas, y esquizofrenia de tipo paranoide.  
Larry Eugene Moon
31. Larry Eugene Moon fue condenado por homicidio y robo armado en el estado de Georgia y sentenciado a muerte el 21 de enero de 1988.  El peticionario alega que la asistencia letrada nombrada por el Estado fue ineficaz; y que se violaron los derechos de la presunta víctima a un juicio justo y al debido proceso.  El peticionario concluye que el Estado violó los derechos reconocidos en los artículos I, XVIII, y XXVI de la Declaración Americana en perjuicio del señor Moon.
32. El peticionario señala que los hechos descubiertos con posterioridad a la condena demuestran que no hubo una defensa adecuada durante la etapa del establecimiento de la pena.  Indica al respecto que la defensa no investigó importante prueba atenuante favorable a la presunta víctima y que solamente citó a tres testigos, los cuales dieron información general sobre el señor Moon.  Manifiestan además que en los procedimientos posteriores a la condena la defensa testificó que no realizó la más mínima labor de investigación para presentar prueba atenuante y que en total investigó prueba atenuante durante solamente cinco horas.
33. Respecto al segundo alegato, indica el peticionario que en la etapa del establecimiento de la pena se habría admitido prueba relativa a dos homicidios no imputados inicialmente.  Por otra parte, alega que en los procedimientos de hábeas corpus se probó que agentes públicos de otras jurisdicciones ocultaron prueba que hubiera demostrado que el señor Moon era inocente en relación con dichos delitos.  
Edward Hartman
34. Edward Hartman fue condenado por los delitos de homicidio en primer grado y robo con arma de fuego, y sentenciado a la pena capital el 20 de octubre de 1994 en el estado de Carolina del Norte.  Los peticionarios alegan que la asistencia letrada fue ineficaz; y que la fiscalía incurrió en discriminación con base en la orientación sexual del señor Hartman. En conclusión, los peticionarios sostienen que el Estado es responsable por violaciones de los artículos I, II y XXVI de la Declaración Americana en relación con el proceso penal llevado a cabo en contra de la presunta víctima.
35. Respecto al primer alegato, los peticionarios sostienen que la asistencia letrada del defensor nombrado por el Estado durante el juicio fue ineficaz.  Sin embargo, no dan mayores detalles al respecto.
36. En relación con el segundo alegato, sostienen que la presunta víctima era homosexual y que había sido sometida a abusos sexuales severos durante su infancia por su tío y otro pariente.  Indican que lo anterior fue alegado por la defensa durante la etapa procesal de determinación de la pena como una circunstancia mitigante.  No obstante, conforme a los peticionarios, el fiscal utilizó reiteradamente la orientación sexual de la presunta víctima para descartar la referida circunstancia mitigante, así como para provocar sentimientos discriminatorios en los miembros del jurado a fin de obtener una condena a muerte.  
37. Conforme a los peticionarios, la conducta discriminatoria de dicho fiscal durante sus juicios contra los homosexuales era un hecho notorio.  En ese sentido, indican particularmente que la Fiscalía sostuvo que los abusos sexuales sufridos por la presunta víctima a los ocho años de edad no eran hechos graves ni ameritaban ser considerados como una circunstancia mitigante para la determinación de la pena, toda vez que el reo en cuestión era homosexual.  Asimismo, durante una audiencia posterior a la condena, el fiscal habría reconocido públicamente que su meta era convencer al jurado que el abuso sexual durante la infancia “no es tan grave para una persona homosexual”.  Los peticionarios alegan que la reiterada conducta discriminatoria del fiscal violó el derecho de la presunta víctima al debido proceso legal, a la igualdad ante la ley y a la protección contra penas crueles, infamantes o inusitadas.  
Robert Karl Hicks
38. Robert Karl Hicks fue sentenciado por el delito de homicidio el 16 de enero de 1986 y condenado al día siguiente a pena de muerte en el estado de Georgia.  Los peticionarios alegan que la presunta víctima padecía de una discapacidad mental; que la asistencia letrada nombrada por el Estado fue ineficaz; y que el señor Hicks fue víctima del síndrome del corredor de la muerte.  Concluyen al respecto que, cuando en un caso de pena de muerte el derecho a un juicio justo no es estrictamente respetado, se viola no solamente el derecho a un juicio justo sino también el derecho a la vida.  Señalan que por lo tanto la condena a muerte es arbitraria y que equivale a una violación al derecho a la vida.  Con base en lo expuesto, alegan los peticionarios que el Estado violó los derechos reconocidos en los artículos I, XVIII y XXVI de la Declaración Americana en perjuicio del señor Hicks.
39. Según los peticionarios, estudios realizados por expertos habrían concluido que la presunta víctima padecía una deficiencia neurológica.  Indican que, con posterioridad a la condena, un neurólogo catedrático del departamento de neurología del Hospital Universitario de Georgetown, luego de realizar un examen físico preliminar a la presunta víctima, concluyó que poseía una microcefalia con disfunción frontal.  El experto habría indicado que si bien no pudo utilizar sus instrumentos médicos debido a la situación de confinamiento del señor Hicks, pudo concluir sin ninguna duda que la presunta víctima padecía una deficiencia neurológica.  Asimismo, habría recomendado la realización de varios exámenes neurológicos y psiquiátricos.  Señalan los peticionarios que la solicitud de fondos para la realización de dichos estudios fue rechazada.  
40. De acuerdo a los peticionarios, el 3 de octubre de 1985 el Dr. Donald Grigsby, psicólogo del Estado, indicó a la Corte que el señor Hicks era apto para ser juzgado y para ser declarado responsable penalmente.  Con base en una solicitud de la defensa de un peritaje psiquiátrico independiente, en audiencia celebrada el 15 de noviembre de 1985 el juez indicó que nombraría a un psiquiatra de un hospital público para reducir costos.  Luego de trascurridas más de dos semanas, la Corte nombró a un psiquiatra del Estado, quien rechazó realizar la pericia, por lo cual la Corte habría autorizado a la defensa a buscar al experto.  El 11 de enero de 1985, dos días antes del inicio del juicio, la psiquiatra nombrada por la defensa habría señalado la necesidad de llevar a cabo un examen neurológico para poder realizar un diagnóstico de la presunta víctima.  El juez habría negado el otorgamiento de fondos adicionales para financiar dicho estudio así como una solicitud de prórroga presentada por la defensa (request for a continuance). 
41. La Corte de Distrito habría reconocido que la demora en el nombramiento de la psiquiatra y el rechazo de la solicitud de prórroga una vez que la experta fue nombrada constituyó una violación del derecho de toda persona indigente a que se le proporcione un peritaje.  Sin embargo, la Corte de Distrito habría rechazado el recurso interpuesto por considerar que dicha violación era inofensiva.
42. En relación con la alegada ineficacia de la defensa letrada nombrada por el Estado, señalan que el señor Hicks contó en un inicio con la defensa de un abogado sin experiencia en casos de pena de muerte.  Alegan que los hechos descubiertos con posterioridad a la condena, así como la forma en que el tribunal de juicio minó la capacidad de los representantes del señor Hicks de proporcionar una adecuada defensa durante el juicio, demuestran que la presunta víctima no recibió una adecuada representación durante la fase de la determinación de la pena.  Entre otros, manifiestan que la calidad de la defensa se vio perjudicada por la demora en el nombramiento de la psiquiatra y por el poco tiempo que ésta dispuso para su preparación.  Indican asimismo que los estándares de representación deben ser más elevados cuando se trata de un caso de pena de muerte.  Los peticionarios citan los Principios Básicos de Naciones Unidas sobre la Función del Abogado, y alegan que en el caso de la presunta víctima no se habría respetado el principio según el cual todo abogado debe prestar asistencia adecuada a sus clientes y adoptar medidas jurídicas para defender sus intereses.  
43. Al momento de la presentación de la petición, la presunta víctima había permanecido en el corredor de la muerte por un período de dieciocho años.  Al respecto, alegan los peticionarios que la espera de la ejecución de la pena de muerte durante un período excesivo equivale a la imposición de una pena inhumana y citan jurisprudencia del Comité Judicial del Consejo Privado de la Corona (en adelante "Privy Council") de Londres y de la Corte Europea de Derechos Humanos.  
Troy Albert Kunkle
44. Troy Albert Kunkle fue condenado por el delito de homicidio y sentenciado a pena de muerte el 26 de febrero de 1985 en el estado de Texas.  El peticionario alega que la asistencia letrada fue ineficaz; que la presunta víctima sufría de discapacidad mental; que padeció el síndrome del corredor de la muerte; y que se violó el derecho del señor Kunkle al debido proceso.  Señala el peticionario que en los casos de pena de muerte el derecho a un juicio justo debe ser estrictamente respetado, dado que su violación conlleva no solamente una violación al debido proceso sino también al derecho a la vida.  Concluye el peticionario que el Estado violó los derechos reconocidos en los artículos I, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana.
45. En relación con el primer alegato, el peticionario manifiesta que la asistencia letrada no presentó prueba relativa a su esquizofrenia y al severo abuso al cual habría sido sometido durante su infancia.  En particular, no habría indicado que el señor Kunkle fue enviado a una escuela especial para niños con disturbios emocionales, que abusaba del uso de drogas, que en la noche del crimen estaba severamente intoxicado, y que no tenía antecedentes criminales.  El peticionario alega que si bien se presentó prueba atenuante, la defensa no supo estructurarla de tal forma que pudiera refutar el punto relativo a la futura peligrosidad del señor Kunkle analizado por el jurado.  
46. Asimismo, señala que en los procedimientos de hábeas corpus se presentaron declaraciones juradas de familiares y de un perito psicólogo con importante información atenuante, la cual habría sido completamente pasada por alto por el abogado durante el juicio.  De acuerdo al peticionario, si la asistencia letrada hubiera consultado a expertos psiquiátricos, éstos podrían haber revelado que el señor Kunkle padecía de esquizofrenia.  Sin embargo, la defensa no habría solicitado fondos para la realización de evaluaciones psicológicas.
47. Por otra parte, señala que la permanencia de la presunta víctima en el corredor de la muerte durante diecinueve años constituye trato cruel, inhumano y degradante, como ha sido establecido por el derecho nacional e internacional.  Al respecto, señala que la Corte Europea de Derechos Humanos reconoció el llamado “fenómeno del corredor de la muerte”.
48. Por último, manifiesta el peticionario que se violó el derecho del señor Kunkle al debido proceso, dada la naturaleza restrictiva de las leyes del estado de Texas aplicables en la época.  Señala al respecto que, de acuerdo a dichas leyes, al decidir sobre la pena de muerte se le realizaban al jurado solamente dos preguntas, si la conducta fue deliberada y si el inculpado sería un peligro en el futuro.  Manifiesta el peticionario que, por lo tanto, elementos de prueba relativos a la infancia conflictiva de la presunta víctima, a sus problemas psicológicos, a los antecedentes de uso abusivo de drogas, no fueron considerados en la etapa de establecimiento de la pena.  Asimismo, alega que las cortes estatales negaron al señor Kunkle la posibilidad de celebrar una audiencia para discutir sus alegatos sobre las presuntas violaciones constitucionales, motivo por el cual se le habría negado la oportunidad de probar la base fáctica de sus reclamos.  
Stephen Anthony Mobley
49. Stephen Anthony Mobley fue condenado en el condado de Hall, Georgia, el 16 de febrero de 1994 y sentenciado a pena de muerte el 28 de febrero de 1994.  El peticionario alega que la asistencia letrada fue ineficaz y que el fiscal del estado de Georgia presentó falso testimonio para asegurar la condena a pena de muerte.  El peticionario concluye que el Estado violó los derechos reconocidos en los artículos I, XVIII y XXVI de la Declaración Americana.
50. Respecto al primer alegato, el peticionario, sin dar mayores detalles, señala que la defensa del señor Mobley no investigó en forma rigurosa las posibles atenuantes.  Por otra parte, indica que durante el juicio la defensa presentó prueba para demostrar que la presunta víctima intentó declararse culpable para lograr obtener una sentencia a cadena perpetua, y que el fiscal en la etapa previa al juicio, negó dicha solicitud.  Señala el peticionario que el ex fiscal, juez de la Corte Superior del Distrito Judicial del Noreste al momento del juicio, fue llamado a juicio para testificar sobre el motivo por el cual negó la solicitud del señor Mobley de declararse culpable y así obtener una sentencia menos grave.  El testigo habría indicado que su negativa se debió a la personalidad de la presunta víctima, a su falta de remordimiento y al hecho que la familia de la víctima apoyaba la condena a pena de muerte. 
51. Manifiesta el peticionario que el señor Mobley presentó una primera ronda de recursos de hábeas corpus estatales y federales.  Entre sus reclamos, la presunta víctima alegó que el fiscal del estado de Georgia presentó falso testimonio para asegurar la condena a pena de muerte. Todos los recursos interpuestos habrían sido rechazados.  Luego del agotamiento de los recursos internos y a pocas semanas de la fecha programada de ejecución, se habría descubierto nueva prueba sobre el alegado falso testimonio del entonces fiscal.  De acuerdo al peticionario, el entonces fiscal indujo a error a los familiares de la víctima, al informarles que no había una condena a prisión perpetua sin la posibilidad de libertad condicional.
52. Al respecto, indica el peticionario que en julio de 2002 la madre de la persona por cuyo asesinato fue condenado el señor Mobley, le habría indicado que, de no haber sido por la afirmación del entonces fiscal de que no había la opción de sentencia a cadena perpetua sin libertad condicional, ella y su familia no habrían apoyado la decisión de aplicar la pena de muerte.  Indica el peticionario que dicha información demostraría que el jurado fue inducido a error sobre un aspecto crítico, lo cual habría minado la fiabilidad del proceso judicial.  
53. Alega el peticionario que, según los estándares domésticos aplicables, el Estado no puede probar más allá de toda duda razonable que el mencionado falso testimonio no habría tenido impacto alguno en la decisión del jurado.  Señala asimismo que dicho estándar es especialmente aplicable a los casos de pena de muerte.  El peticionario destaca que, si en un caso de pena de muerte el derecho a un juicio justo no es estrictamente respetado, se viola no solamente el derecho a un juicio justo, sino también el derecho a la vida.  Indica además que el hecho que el fiscal haya basado su acusación en prueba falsa minó la calidad de la defensa de la presunta víctima, violándose de esta forma su derecho a una defensa efectiva.  
Jaime Elizalde Jr.
54. Jaime Elizalde Jr. fue condenado por el delito de homicidio en Texas y sentenciado el 2 de abril de 1997 a la pena de muerte.  La peticionaria alega que la defensa letrada fue ineficaz; que la presunta víctima sufría de una discapacidad mental; y que existieron irregularidades en el proceso judicial.  La peticionaria concluye que los Estados Unidos violaron los derechos consagrados en los artículos I y XVIII de la Declaración Americana en perjuicio del señor Elizalde.
55. Respecto al primer alegato, indica que hubo fallas en la defensa nombrada por el Estado, tanto durante el juicio como durante la etapa de apelación y de los procedimientos de hábeas corpus.  Señala que el abogado no impugnó a uno de los testigos, a pesar de las grandes discrepancias en su declaración, a las cuales se hará referencia a continuación.  Asimismo, si bien el señor Elizalde advirtió al abogado sobre las deficiencias en la traducción de la declaración del testigo, el abogado habría optado por no realizar una objeción durante el juicio, sino esperar a la apelación ya que, según la jurisprudencia constante de las cortes estadounidenses, las decisiones del jurado son raramente revertidas por las cortes de apelaciones.  Alega asimismo que el abogado no exploró líneas evidentes de investigación; que no cumplió con los estándares de debida diligencia que rigen en casos de pena de muerte; y que las autoridades no podían desconocer la inadecuada investigación y defensa del caso.  Por otra parte, indica que la presunta víctima no era apta para ser ejecutada ya que tenía una incapacidad mental.
56. En relación con los alegatos sobre irregularidades en el proceso, la peticionaria manifiesta que hubo importantes errores en la traducción de la declaración de los testigos, así como resultados contradictorios en la pericia del arma.  Indica que la única prueba contra la presunta víctima fue la declaración de dos testigos que hablaban un “dialecto” del español.  Señala que, debido al lenguaje particular de los testigos, la calidad de la traducción era muy mala, y que la versión en español del testimonio no fue grabada, lo cual impidió que dicha deficiencia fuera apelada.  Manifiesta que, debido al alto estándar de escrutinio aplicable a los casos de pena de muerte, el juez, de oficio, debería haber probado previamente la calidad de la traducción y suspendido el procedimiento hasta tanto se pudieran grabar los testimonios.  Por otra parte, señala que hubo contradicciones respecto al calibre de las balas halladas en el cuerpo de las víctimas, a lo cual se sumaría el hecho que el arma utilizada nunca fue encontrada.  Por lo tanto, no estaría probado el nexo entre el señor Elizalde y el arma del asesinato.  
57. La peticionaria se refiere a lo indicado en los párrafos 141 y 148 del Informe de Admisibilidad 60/11 en los cuales la CIDH, dada la interrelación entre el agotamiento de los recursos internos y la alegada ineficacia de la asistencia letrada, decidió que la cuestión del previo agotamiento debe plantearse junto con los fundamentos del caso.  Al respecto indica que, cuando el abogado que representa al reo en los recursos de apelación es el mismo que actuó durante el juicio, como ocurrió en este caso, es muy difícil que pueda presentarse un reclamo por defensa inadecuada o inefectiva.  Señala que luego que la Corte de Distrito rechazara un recurso de hábeas corpus federal, se presentó un nuevo recurso (subsequent appeal) en que se alegó la ineficacia de la asistencia letrada.  La Corte de Distrito indicó que la falta de una defensa efectiva por parte de un abogado nombrado por el Estado para los recursos de hábeas corpus federales no es una violación del debido proceso
.  
58. Asimismo, señala que en el año 2008 la hermana del señor Elizalde se cruzó con el abogado que lo había representado durante el juicio y la etapa de apelación, quien le preguntó cómo se encontraba su hermano.  Al respecto, manifiesta la peticionaria que un abogado que no tiene conocimiento que su cliente fue ejecutado es una prueba más de la seria incompetencia del abogado y del desinterés por el destino de su cliente.  La peticionaria señala que ello viola los artículos XXV y XXVI de la Declaración Americana. 
59. Por otra parte, la peticionaria manifiesta que los alegatos de discapacidad mental deben ser considerados como un impedimento para la ejecución, sin importar cuándo hayan sido presentados.  Señala que dichos alegatos deben poder ser presentados en cualquier etapa del procedimiento. 

60. Por último, en sus observaciones sobre el fondo, la peticionaria exhorta a la CIDH que solicite una moratoria a la aplicación de la pena de muerte en Estados Unidos hasta tanto considere que dicha aplicación cumple con todas las obligaciones asumidas por el Estado en materia de derechos humanos.
Ángel Maturino Resendiz

61. Ángel Maturino Resendiz, nacional mexicano, fue condenado por el delito de homicidio en el Condado de Harris, Texas, y sentenciado a pena de muerte el 22 de mayo de 2000.  La peticionaria alega que la asistencia letrada fue ineficaz; que la presunta víctima padecía una discapacidad mental; que el método de ejecución utilizado en Texas (inyección letal) causa un sufrimiento excesivo y evitable; que el procedimiento de clemencia en dicho estado no cumple con los estándares mínimos del debido proceso; y que las condiciones de detención en el corredor de la muerte son inhumanas.  Concluye la peticionaria que las alegadas violaciones infringen los derechos garantizados en los artículos I, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana.
62. De acuerdo a la peticionaria, la defensa letrada nombrada por el Estado fue negligente durante la revisión de la sentencia, ya que dejó expirar un plazo fundamental que le impidió presentar recursos adicionales.  Asimismo, en los recursos estatales y federales de hábeas corpus habría presentado exclusivamente alegatos procesales de carácter genérico pero no alegato alguno relativo al estado de salud mental de la presunta víctima.  En tal sentido, manifiesta que en virtud de dicha ineficaz asistencia de la defensa pública, se violó el derecho del señor Maturino al debido proceso y a un remedio efectivo.  Señala además que, bajo la Constitución de los Estados Unidos y de Texas, una persona indigente condenada a pena de muerte no tiene derecho a asistencia letrada para la presentación de recursos posteriores a la condena.  La peticionaria cita jurisprudencia al respecto.  

63. Por otra parte, manifiesta que el señor Maturino fue condenado a pena de muerte a pesar de padecer una “severa enfermedad mental”, hecho que estaría respaldado en abundante prueba.  Indica que la presunta víctima sufría de esquizofrenia desde joven y que su “enfermedad” mental no fue controvertida por la fiscalía al momento del juicio.  Indica asimismo que su condición empeoró significativamente durante los siete años en que permaneció en el corredor de la muerte.  En dicho período el señor Maturino habría sido trasladado a un hospital psiquiátrico en ocho ocasiones, y se habría mutilado al menos 28 veces, al cortarse varias partes del cuerpo con una hoja de afeitar.  Asimismo, se le habrían proporcionado medicamentos antipsicóticos para controlar las alucinaciones.

64. Señala la peticionaria que, a pesar de la decisión de la Suprema Corte de los Estados Unidos de acuerdo a la cual ejecutar a “personas mentalmente incompetentes” constituye una pena cruel, los estados han dado una definición muy estrecha al término “incompetencia”.  En el caso del señor Maturino, el experto nombrado por el Estado durante el juicio habría admitido que la presunta víctima tenía una enfermedad mental, pero consideró que su situación no se ajustaba a la definición legal.  A su vez, el procedimiento para probar dicha incompetencia en el Estado de Texas no cumpliría con el estándar de debido proceso exigido en los casos de pena de muerte de acuerdo a la peticionaria. 

65. Por otra parte, alega la peticionaria que el gobierno de los Estados Unidos, al imponer la pena de muerte a una persona con una “enfermedad mental severa” pero no legalmente incompetente, violó los derechos humanos de la presunta víctima.  Asimismo, señala que tanto la legislación estatal como federal impidió al señor Resendiz presentar estos alegatos debido a la existencia de limitaciones draconianas en la presentación de peticiones “sucesivas” posteriores a la condena (“successive” postconviction petitions).
66. Al respecto, indica el peticionario que se impidió a la presunta víctima presentar reclamos en las cortes estatales debido a los estrictos requisitos del artículo 11.071, sección 5(a)(1) del Código Procesal Penal de Texas.  Señala que la Corte de Apelaciones en lo Penal de Texas interpreta dicha disposición de forma estricta; por ejemplo, habría establecido la imposibilidad de considerar el fondo de una solicitud “sucesiva” que alega hechos no presentados previamente debido a la incompetencia del abogado de la defensa.  Por otra parte, alega que la legislación federal impone también obstáculos insalvables.  Al respecto, indica que el Anti-Terrorism and Effective Death Penalty Act permite presentar un recurso solamente cuando hay nueva prueba que demuestre la inocencia de la persona condenada, o una nueva disposición constitucional que pueda ser aplicada retroactivamente.  

67. Respecto al tercer alegato, señala que la forma como se aplica la inyección letal en Texas conlleva un riesgo inaceptable de dolor y sufrimiento cruel.  Al respecto, indica que la combinación de drogas utilizadas genera un riesgo inaceptable de sufrimiento extremo e innecesario.  Por otra parte, señala que el señor Resendiz no contó con una posibilidad real de presentar su caso ante la Junta de Clemencia y Libertad bajo Palabra, dado que dicho procedimiento no cumpliría con los requisitos procesales mínimos establecidos por la Comisión Interamericana y Corte Interamericanas de Derechos Humanos.  Ello debido a que, de acuerdo a la peticionaria, no se celebra una audiencia; los condenados no tienen acceso a la prueba presentada en su contra; y no hay posibilidad real de recurrir la decisión.  

68. La peticionaria manifiesta además que las condiciones carcelarias en el corredor de la muerte de la prisión de Polunsky, donde se encontraba recluida la presunta víctima, constituyen una pena cruel, inhumana y degradante.  Al respecto, señala que los condenados a muerte están recluidos en celdas de aproximadamente 60 pies cuadrados (5,57 m2) y completamente segregados de los demás privados de libertad.  Asimismo, se le prohibiría todo contacto físico con familiares, amigos y abogados, inclusive en los días y horas previas a la ejecución.  Indica además la peticionaria que a los privados de libertad en el corredor de la muerte se les prohíbe mirar televisión.  Agrega que la radio sería la principal fuente de estimulación mental, pero que como forma de sanción disciplinaria, frecuentemente se les niega también acceso a ella .  Asimismo, a los reclusos con problemas disciplinarios, que serían la mayoría en el caso de las personas con problemas mentales, se les permitiría salir de sus celdas para hacer ejercicio solamente de tres a cuatro horas por semana y ello en unas pequeñas “jaulas”.  
69. Señala que, según prueba documental, la presunta víctima sufrió tormento psicológico y que los psiquiatras del penal no le prescribieron antipsicóticos durante dos años, período durante el cual el señor Resendiz se habría mutilado en 28 ocasiones.  Señala además que las condiciones de detención en el corredor de la muerte de Texas son más duras que en muchas de las prisiones de alta seguridad del resto del país.  Por último, en sus observaciones a la respuesta del Estado, la peticionaria indica que el Estado malinterpretó este argumento considerando que el alegato de la peticionaria sobre la presunta violación al derecho a un trato humano, se basaba exclusivamente en el prolongado tiempo en que la presunta víctima permaneció en el corredor de la muerte, y no en las condiciones carcelarias.

Heliberto Chi Aceituno

70. Heliberto Chi Aceituno, ciudadano hondureño, fue condenado por el delito de homicidio el 7 de noviembre de 2002 y sentenciado a pena de muerte el 14 de noviembre de 2002 en el estado de Texas.  El principal alegato presentado por el peticionario es el incumplimiento con la obligación establecida en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares.
71. Indica el peticionario que no se respetó el derecho de la presunta víctima de comunicarse con las autoridades consulares de su país y ser asistido por ellas.  Con tal motivo, se habría violado la obligación de notificar a las autoridades consulares sobre el arresto, detención o prisión de un nacional, establecida en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares.  Señala asimismo que dicha omisión violentó el derecho de la presunta víctima a un debido proceso.
David Powell
72. David Powell fue condenado por el delito de homicidio y sentenciado a pena de muerte en Austin, Texas, en septiembre de 1978.  Los peticionarios alegan duración excesiva del proceso; que la prisión prolongada en el corredor de la muerte constituye una pena inhumana o degradante; y que el jurado no fue imparcial.  Concluyen los peticionarios que estos hechos configuran una violación de los artículos I, II, XVIII, y XXVI de la Declaración Americana.  
73. Señalan los peticionarios que la prolongada duración de la prisión en el corredor de la muerte no se debió a las acciones de la presunta víctima sino al inefectivo sistema recursivo y a los defectos en los juicios que derivaron en la realización de nuevos juicios.  Indican que el señor Powell fue juzgado por primera vez en 1978, pero que la condena fue anulada por errores en la presentación de prueba pericial.  Asimismo, la Corte de Apelaciones habría demorado nueve años, desde 1978 hasta 1987 en resolver la apelación automática de la primera sentencia condenatoria.
74. Indican que, a pesar de todo el tiempo que se tomó la Corte para pronunciarse, esta cometió un error, motivo por el cual la Suprema Corte revirtió su decisión en 1988.  Manifiestan que la sentencia emitida en el segundo juicio también fue anulada, en este caso por errores en la determinación de la pena, por lo cual fue reenviada nuevamente a la etapa de determinación de la pena.  Este tercer juicio culminó en 1999 con una nueva condena a pena de muerte.  Asimismo indican que, debido a la ineficacia del Estado, el señor Powell fue enjuiciado tres veces y permaneció más de 30 años en el corredor de la muerte.   

75. Respecto al tercer alegato, indican que el jurado que participó en el juicio de la presunta víctima no era imparcial debido al particular mecanismo de selección del jurado utilizado en Estados Unidos, según el cual potenciales miembros contrarios a la pena de muerte serían excluidos.  Al respecto señalan que en el nuevo juicio realizado en 1999, la defensa cuestionó la exclusión de dos jurados realizada por la fiscalía.  Manifiestan que el jurado, al igual que los jueces, debe ser imparcial.  De acuerdo a los peticionarios, un jurado no es imparcial si está formado exclusivamente por personas inclinadas a aceptar la versión de la fiscalía.  
76. En sus observaciones sobre el fondo, los peticionarios reiteran los alegatos previamente mencionados.  Asimismo, en relación con la supuesta falta de imparcialidad del jurado, señalan que Estados Unidos es la única jurisdicción en la cual potenciales miembros del jurado son interrogados respecto a su posición en relación con la pena de muerte.  El resultado de la exclusión de algunos potenciales miembros del jurado con base en sus respuestas resulta, de acuerdo a los peticionarios, en un jurado parcializado.
77. Por otra parte, a los alegatos ya presentados, los peticionarios agregan en sus observaciones sobre el fondo uno adicional: el incumplimiento de las medidas cautelares otorgadas por la CIDH a favor de la presunta víctima.  Indican al respecto que cuando un Estado miembro de la OEA consiente en la presentación de peticiones ante la CIDH, implícitamente concuerda en no frustrar dicho procedimiento mediante acciones que le quiten el objeto a una eventual decisión de dicho órgano.  Concluyen que la ejecución de personas cuyos derechos fueron presuntamente violados contradice la obligación asumida por el Estado.
Ronnie Gardner

78. Ronnie Gardner fue condenado por el delito de homicidio y sentenciado a pena de muerte el 25 de octubre de 1985.  En la petición inicial se alega que la asistencia letrada fue ineficaz; que el señor Gardner fue víctima del síndrome del corredor de la muerte; que las condiciones carcelarias eran inadecuadas; y que se violó el debido proceso en el procedimiento de clemencia.  Los peticionarios alegan que los Estados Unidos violaron los artículos I, XVIII, XXV, y XXVI de la Declaración Americana.
79. Respecto al primer alegato, señalan que la defensa no explicó correctamente al jurado las opciones existentes respecto a la pena a aplicar.  En tal sentido, el jurado habría considerado erróneamente que una sentencia a cadena perpetua no implicaba la prisión del señor Gardner por el resto de su vida, motivo por el cual habrían considerado que la única pena posible era la pena de muerte.  Por otra parte, indican que el abogado de la defensa no presentó argumentos suficientes relativos a la salud mental de la presunta víctima, ni realizó un esfuerzo significativo para identificar circunstancias atenuantes en la fase del establecimiento de la pena.
80. Por otra parte, alegan que el hecho que el señor Gardner haya permanecido en el corredor de la muerte por casi 25 años constituiría una pena cruel, infame e inusual.  En relación con las presuntas malas condiciones carcelarias, señalan que las prisiones en Utah están generalmente sobrepobladas y tienen una atmósfera opresiva.  Indican que las condiciones particulares del señor Gardner eran peores a las de los demás privados de libertad.  Al respecto, mientras ocho personas privadas de libertad en el corredor de la muerte en Utah saldrían de su celda tres horas al día, a la presunta víctima se le permitiría salir solamente una hora.

81. Por último, indican los peticionarios que el procedimiento de la Junta de Clemencia y Libertad bajo Palabra de Utah para considerar una solicitud de clemencia, no respeta las garantías mínimas de debido proceso establecidas por la CIDH.  Al respecto, manifiestan que la Junta no respetó el derecho de la presunta víctima a una audiencia imparcial.  Ello debido a que la Oficina del Procurador General, que se oponía a la conmutación de la pena de la presunta víctima, era a su vez la consejera legal de la Junta en la solicitud del señor Gardner.  

82. El 18 de enero de 2012 la peticionaria informó a la Comisión que deseaba retirar la denuncia presentada en representación del señor Ronnie Gardner.  
Caso 12.333 – Miguel Ángel Flores
83. Miguel Ángel Flores fue condenado por el delito de homicidio calificado y sentenciado a pena de muerte en el estado de Texas el 14 de septiembre de 1990.  El peticionario alega que la presunta víctima no tuvo una defensa adecuada; que no se respetaron las garantías del debido proceso; y que se violó el derecho a la notificación consular establecido en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares.  Con base en lo anterior, el peticionario alega que el Estado violó los derechos reconocidos en los artículos I, XXV y XXVI de la Declaración Americana.
84. En relación con el primer punto, alega que desde la investigación previa hasta la etapa del establecimiento de la pena, la asistencia letrada nombrada por el Estado
 demostró serias fallas.  Señala además que hay una razonable probabilidad que, de no ser por dichos presuntos errores, el señor Flores no hubiera sido condenado a pena de muerte.  El peticionario agrega que, a pesar del gran tiempo disponible para la preparación de la defensa, el abogado no interrogó a potenciales testigos, no obtuvo un peritaje independiente, y no solicitó la realización de una evaluación de la salud mental de la presunta víctima.  Asimismo, no habría informado al jurado sobre la falta total de antecedentes de la presunta víctima, tanto penales como psiquiátricos.  Manifiesta el peticionario que todo ello hubiera cambiado la respuesta del jurado respecto a la futura peligrosidad del señor Flores.  De acuerdo al peticionario, la única prueba presentada por la defensa en la etapa del establecimiento de la pena fue un análisis estadístico de la inexactitud de la futura peligrosidad de la presunta víctima.  

85. Respecto al segundo alegato, señala el peticionario que en la etapa del establecimiento de la pena el Estado introdujo el testimonio de un psiquiatra quien, sin haber examinado personalmente al señor Flores, testificó sobre su futura peligrosidad.  Este habría sido el único elemento sobre el cual se basó el jurado para aplicar la pena de muerte.  Al respecto, indica el peticionario que hay consenso sobre la poca fiabilidad de los pronósticos psiquiátricos de futura peligrosidad, los cuales en las cortes serían conocidos como “ciencia basura” (junk science).  Por otra parte manifiesta que en un experto en tecnología láser declaró en una audiencia que el examen del vehículo utilizado por el señor Flores no era válido, dado que no se habría utilizado el procedimiento apropiado.  Indica el peticionario que estas presuntas violaciones al debido proceso fueron alegadas tanto en el ámbito estatal como en el federal.

86. Sobre la presunta violación del derecho a la notificación consular establecido en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, el peticionario sostiene que en la tramitación de recursos planteados sobre este tema a nivel interno el Estado no ha controvertido la violación de dicha disposición
.  Indica al respecto que el señor Flores fue detenido, privado de libertad, arrestado, juzgado y condenado a muerte sin habérsele informado sobre su derecho de contactar a las autoridades consulares mexicanas.  Manifiesta que el Estado mexicano recién tuvo conocimiento del caso luego de un año de la imposición de la pena de muerte.  
87. De acuerdo al peticionario, el expediente demuestra ampliamente que el señor Flores se vio perjudicado por la falta de asistencia consular, la cual podría haber cambiado el resultado del juicio.  Indica al respecto que un oficial de policía admitió durante el juicio que le dijo a Flores que su madre, quien se encontraba detenida, sería liberada si aceptaba conversar sobre el crimen.  La presunta víctima, quien de acuerdo al peticionario tenía grandes limitaciones y nunca había estado expuesta al sistema de justicia estadounidense, habría confesado luego de persistentes interrogatorios por parte de la policía, y como resultado de la promesa de liberación de su madre.  
88. El peticionario indica que la asistencia consular habría aliviado la atmósfera coercitiva que indujo a la confesión de la presunta víctima.  Asimismo, habría otorgado asistencia legal adicional en preparación para la etapa del establecimiento de la pena, como por ejemplo, colaborar en la recolección de prueba y contactar a familiares que estaban dispuestos a dar su testimonio.  Indica que la participación de autoridades consulares habría modificado radicalmente la percepción del jurado, el cual no poseía información alguna sobre el carácter del señor Flores.  De acuerdo a un informe de la Secretaría de Relaciones Exteriores de México citado por el peticionario, el Estado mexicano otorgó asistencia consular a 261 nacionales mexicanos involucrados en casos de pena de muerte; de éstos, 119 evitaron ser procesados a la pena capital, 19 fueron absueltos y dos condenas a pena de muerte fueron conmutadas.
89. Por último, cabe señalar que en dos oportunidades el peticionario se refiere al señor Flores como una persona con discapacidad mental (mentally impaired) y con un coeficiente intelectual de 85.  Sin embargo, no da detalles adicionales al respecto ni vincula tal circunstancia a sus alegatos.

Caso 12.341 – James Wilson Chambers
90. James Wilson Chambers, luego de haber sido sometido a tres juicios, fue condenado por el delito de homicidio y sentenciado a pena de muerte el 23 de diciembre de 1982 en el estado de Missouri.  De acuerdo al peticionario, la pena impuesta fue desproporcionada; se violaron garantías del debido proceso; el señor Chambers sufría de discapacidad mental; y las condiciones de detención en el corredor de la muerte eran inhumanas.  El peticionario concluye que el Estado violó los derechos reconocidos en los artículos I, XVIII y XXVI de la Declaración Americana en perjuicio del señor Chambers.

91. En relación con el primer alegato, habría una desproporción entre la pena y el incidente que originó la condena.  Señala el peticionario que el homicidio se dio en el contexto de una pelea fuera de un bar, en la cual una persona perdió la vida luego de recibir un solo tiro.  Asimismo, no habría registro de un caso similar en el que se haya aplicado la pena de muerte.  Al respecto, indica el peticionario que en un caso parecido al presente, la Suprema Corte de Nevada revirtió la condena por considerarla desproporcionada.  Menciona por otra parte que, de acuerdo a la prueba existente, la persona por cuya muerte fue condenado el señor Chambers era violenta y había estado involucrada en varios altercados similares al que llevó a su muerte.  

92. Respecto a las supuestas violaciones de debido proceso, manifiesta el peticionario que a la presunta víctima no se le permitió la realización de una audiencia probatoria respecto al principal testigo de la fiscalía, quien habría dado cuatro versiones distintas sobre lo ocurrido el día de los hechos.  Señala que dicho testigo declaró en un inicio que, al momento del altercado, se encontraba sentado en el bar y que vio el tiroteo desde la ventana.  Posteriormente se habría descubierto que la ventana estaba pintada de negro, motivo por el cual el testigo, con la ayuda de la fiscalía, habría cambiado su versión, e indicado que vio el tiroteo desde la puerta del bar.  Por otra parte, alega el peticionario que la fiscalía no reveló prueba material favorable a la tesis de la legítima defensa de la presunta víctima.

93. De acuerdo al peticionario, el señor Chambers poseía una baja capacidad mental, con un coeficiente intelectual de 78.  Señala que esta importante información no fue puesta en conocimiento del jurado en la fase del establecimiento de la pena del tercer juicio.  Asimismo, el presidente del jurado habría enviado voluntariamente una declaración jurada al entonces Gobernador de Missouri en la que se indicaba que, de haber conocido dicha información sobre la capacidad mental del señor Chambers, no habría votado a favor de la pena de muerte. 

94. En relación con las condiciones carcelarias, el peticionario alega que la presunta víctima estuvo privada de la libertad en el corredor de la muerte durante más de 15 años; que durante ese período recibió dos órdenes de ejecución; y que entre 1982 y 1989 estuvo recluido en el sótano del Missouri State Penitentiary ubicado en la ciudad de Jefferson.  Indica que las condiciones de detención en dicha prisión fueron inhumanas, motivo por el cual la presunta víctima y otros internos presentaron un recurso federal en agosto de 1985.  Dicho recurso habría sido objeto de un arreglo extrajudicial iniciado por el gobierno estatal.

95. Por último, el peticionario indica que la mayoría de las demoras en el juicio realizado contra el señor Chambers se debieron a la conducta del estado de Missouri, en particular, a la falta de instrucción del jurado respecto a la legítima defensa en el juicio de 1982 y a la ineficacia de la asistencia letrada en el juicio de 1985.  Al respecto concluye que, del tiempo que permaneció privado de la libertad, 9 años y 7 meses se debieron a las inconstitucionalidades de los dos primeros juicios.  

B. Posición del Estado

Caso 11.575 - Clarence Allen Lackey y otros
Clarence Allen Lackey

96. En relación con el alegado síndrome del corredor de la muerte, el Estado rechaza firmemente la posición desarrollada por la Corte Europea de Derechos Humanos en el caso Soering, según la cual la detención prolongada en el corredor de la muerte equivale a un trato cruel, inhumano y degradante.  Señala en tal sentido que la CIDH no debe considerarse vinculada por esta decisión, y que otros órganos internacionales y cortes nacionales han rechazado la mencionada interpretación.  Al respecto, cita jurisprudencia del Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas según la cual “ni siquiera un período prolongado de detención bajo el […] pabellón de los condenados a muerte puede considerarse un trato cruel, inhumano o degradante si el condenado está interponiendo recursos de apelación” 
. 

97. Respecto a los alegatos específicos, el Estado indica que la petición no demuestra hechos violatorios de la Declaración Americana.  En relación con la alegada duración excesiva del proceso penal, manifiesta que, para salvaguardar las garantías de los imputados al debido proceso, algunos recursos de apelación son automáticos.  Tal es el caso del estado de Texas, cuyas leyes establecen la apelación obligatoria en los casos de condena a pena de muerte.  Indica que, además de dicho recurso obligatorio, los procedimientos de hábeas corpus ofrecen a los condenados una oportunidad adicional para obtener una revisión judicial de la condena.  Señala que el señor Lackey presentó varios recursos luego de finalizados los procedimientos obligatorios.  De acuerdo al Estado, tomar en cuenta el argumento del peticionario significaría imponer límites arbitrarios al sentenciado a pena de muerte en su derecho a recurrir ante un tribunal superior.  Al respecto, concluye que el peticionario estaría buscando menos protección judicial y no mayores garantías. 

David Leisure

98. El Estado no ha proporcionado sus observaciones sobre los alegatos del peticionario.

Anthony Green

99. El Estado no se ha pronunciado respecto a los alegatos de los peticionarios.
James Brown

100. El Estado no ha proporcionado sus observaciones sobre los alegatos de los peticionarios.
Larry Eugene Moon

101. En relación con la alegada ineficacia en la asistencia letrada, el Estado afirma que la presunta ineficacia del abogado en presentar prueba atenuante adicional no constituye una violación del derecho de la presunta víctima a un juicio justo y al debido proceso.  Indica que el peticionario alega muy vagamente la existencia de prueba atenuante y el hecho que fue la decisión del abogado no utilizarla.  Alega que los procedimientos posteriores a la condena demuestran que la asistencia letrada realizó decisiones estratégicas razonables y justificadas en relación con la presentación de prueba atenuante.  Además, sostiene que los tribunales internos consideraron que no había una probabilidad razonable de que la pena aplicada hubiera sido diferente de haberse adoptado otra estrategia. 

102. Respecto a los alegatos específicos, el Estado afirma que los procesos penales contra el señor Moon fueron realizados en cumplimiento de la ley de los Estados Unidos, de la Declaración Americana y del derecho consuetudinario internacional; indica asimismo que el artículo I de dicha Declaración no prohíbe la pena de muerte.  En particular señala que, cuando la pena capital se aplica para los crímenes más serios y respetando las garantías del debido proceso, esta pena es consistente con el derecho internacional.  Manifiesta que el crimen cometido por el señor Moon es suficientemente serio como para merecer la pena de muerte y alega que la presunta víctima gozó de un sistema comprehensivo de revisión y de protección de sus derechos.

103. De acuerdo al Estado, la introducción de prueba en su contra relativa a delitos no imputados en el juicio por el cual fue condenado a muerte, no viola el derecho del señor Moon a un juicio justo y al debido proceso.  El Estado afirma que, de acuerdo a una práctica de larga data, durante la audiencia para el establecimiento de la pena (sentencing hearing) el jurado debe tener acceso a toda la información relevante, tanto agravante como atenuante.  Asimismo, manifiesta que esta práctica fue desarrollada para proteger al acusado en casos de pena capital y que el acusado es libre de presentar argumentos contra la prueba incriminatoria.  Señala además que el estándar de prueba aplicado en la audiencia para el establecimiento de la pena es la de culpabilidad más allá de toda duda razonable.

Edward Hartman

104. En su respuesta el Estado se limitó a presentar una copia del escrito presentado por el estado de Carolina del Norte el 2 de octubre de 2003 en que se opone a la petición de certiorari presentada por la presunta víctima ante la Suprema Corte de Estados Unidos.  En dicho escrito el estado de Carolina del Norte señala que durante el juicio el señor Hartman no fue discriminado con base en su orientación sexual.
105. Al respecto, indica que en el recurso de apelación directa y en otro recurso presentado a nivel estatal (Motion for Appropriate Relief) la presunta víctima alegó que el fiscal se refirió a su presunta homosexualidad como una forma de socavar la prueba relativa al abuso sexual por él sufrido.  En relación con este punto, el estado de Carolina del Norte señala que la Suprema Corte del estado estableció que las preguntas realizadas por el fiscal respecto a la orientación sexual del señor Hartman no fueron perjudiciales, ya que todas las objeciones presentadas por la defensa fueron aceptadas por la Corte, y que ésta instruyó al jurado a no tomar en cuenta dichas preguntas o afirmaciones.  Por tal motivo, el estado de Carolina del Norte solicitó que se rechace la petición de certiorari.
Robert Karl Hicks 

106. El Estado no se ha pronunciado respecto a los alegatos de los peticionarios.
Troy Albert Kunkle 

107. El Estado no se ha pronunciado respecto a los alegatos de los peticionarios.
Stephen Anthony Mobley 

108. El Estado sostiene que la petición no demuestra una violación a la Declaración Americana, y que es manifiestamente infundada.  En relación con la ineficacia en la asistencia letrada, manifiesta el Estado que dicho alegato no es claro ya que no se especifica qué factores el abogado no investigó.  El Estado concluye que el señor Mobley gozó de un sistema de revisión comprehensivo y de un amplio debido proceso con más de quince decisiones a nivel estatal y federal.
109. Por otra parte, el Estado sostiene que la presentación de prueba según la cual la presunta víctima habría intentado declararse culpable, y el alegado razonamiento del fiscal para rechazar dicha propuesta, no violan el derecho a un juicio justo ni el derecho al debido proceso.  Al respecto, indica que previo al inicio del juicio, el señor Mobley recurrió ante la Suprema Corte de Georgia para que se le permitiera presentar pruebas sobre su propuesta de declararse culpable, y que dicha solicitud fue aceptada por la Corte, con la condición de que el Estado tuviera también la oportunidad de explicar su razonamiento para rechazar la propuesta.  Señala que antes de la introducción de dicha prueba, la Corte, el abogado del Estado y el abogado de la presunta víctima discutieron todas las ramificaciones del mencionado testimonio y que era del entendimiento de todos que el entonces fiscal iba a dar su testimonio sobre las razones para rechazar la solicitud de declaración de culpabilidad. 

110. Sobre el alegado falso testimonio del entonces fiscal en relación con la posición de la familia de la víctima sobre la aplicación de la pena de muerte, indica que, de acuerdo a la transcripción del juicio, dicho fiscal no señaló que la familia estuviera firme en su voluntad de que se aplicara la pena de muerte y nunca dijo al jurado que los sentimientos de la familia eran un elemento en su decisión de aplicar la pena de muerte.  Manifiesta además que el fiscal no solamente negó que la opinión de la familia fuera un factor importante en su decisión, sino que desarrolló cuáles eran dichos factores: el hecho que haya sido un crimen a sangre fría, la confesión del señor Mobley, y su comportamiento durante la privación de libertad.  En relación con este punto, el Estado concluye que se respetó el debido proceso de la presunta víctima y que ésta no presentó prueba o argumentos sustantivos que indiquen lo contrario.  Señala el Estado que se estaría pidiendo que la CIDH actúe como una cuarta instancia.

111. Por último, respecto a la alegada violación al derecho a la vida, señala que cuando la pena de muerte para los crímenes más serios es aplicada respetando el debido proceso, no se viola el derecho internacional.

Jaime Elizalde Jr.

112. El Estado señala que la petición no expone hechos que tiendan a caracterizar violaciones a la Declaración Americana.  Respecto a los alegatos sobre discapacidad mental de la presunta víctima, manifiesta el Estado que dicho punto fue revisado por las cortes estatales y federales, las cuales concluyeron que el señor Elizalde era apto para ser ejecutado, con lo cual se le habría proporcionado toda la protección judicial disponible en la legislación estadounidense.  El Estado indica que en enero de 2006 la presunta víctima presentó dos recursos en los que se cuestionaba su capacidad mental, que fueron rechazados
.

113. En relación con los alegatos específicos, indica que la petición no presenta prueba alguna que corrobore la alegada existencia de errores en la traducción de los testimonios ni las supuestas inconsistencias en el peritaje balístico.  Manifiesta el Estado, por otra parte, que el 27 de enero de 2006 el señor Elizalde presentó una petición federal de hábeas corpus cuestionando el uso de la inyección letal, la cual fue rechazada.  Indica asimismo que los recursos presentados ante la Corte de Apelaciones y ante la Suprema Corte de los Estados Unidos el 31 de enero de 2006 fueron también denegados.  Indica por último que el sistema judicial estatal y federal ofrece un debido proceso y asegura que la pena de muerte no sea aplicada de forma arbitraria. 
Ángel Maturino Resendiz
114. El Estado alega que la petición carece de mérito.  Respecto a la alegada ineficacia en la asistencia letrada, el Estado señala que dicho alegato es infundado dado que la calidad de la representación legal fue adecuada y dicha representación le permitió presentar varios recursos.  En relación con la no inclusión en los recursos de hábeas corpus del alegato relativo a la enfermedad mental, indica el Estado que dicho alegato fue posteriormente analizado en una audiencia celebrada a tal efecto.  Manifiesta asimismo que la apelación del rechazo del hábeas corpus federal presentada fuera de plazo por la defensa no era el único recurso ante los tribunales internos.  Al respecto, señala que la defensa del señor Resendiz presentó dos recursos estatales de hábeas corpus, una petición solicitando la declaración de incompetencia para ser ejecutado, otro recurso federal de hábeas corpus, y una acción civil contra el protocolo de la inyección letal. 

115. En relación con la alegada incapacidad de la presunta víctima, indica el Estado que la misma fue extensamente litigada en las cortes de los Estados Unidos.  Relata que el señor Resendiz presentó un recurso en abril de 2006 ante la Corte del 178 Distrito Judicial, la cual durante dos días celebró una audiencia de presentación de prueba para determinar si la presunta víctima era competente para ser ejecutada.  En dicha audiencia se habría presentado el testimonio de expertos de la defensa y del Estado, así como de expertos nombrados por la Corte.  Luego de haber escuchado todos los testimonios, la Corte concluyó que la presunta víctima tenía conciencia de lo siguiente: (i) que su ejecución era inminente; (ii) que el Estado de Texas iba a inyectar químicos en su cuerpo; (iii) que el objetivo de la inyección letal era detener el funcionamiento de su corazón, pulmones y cerebro; y (iv) que otros lo considerarían muerto.  La Corte estimó además que el señor Resendiz comprendió que había sido sentenciado a pena de muerte y entendió el procedimiento de la inyección letal.  Como resultado de dicho razonamiento, la Corte estableció que la presunta víctima era apta para ser ejecutada.

116. Indica el Estado que la Suprema Corte en el caso Atkins estableció que ejecutar a una persona con retraso mental constituye una pena cruel e inusual.  Señala que dicho fallo limita significativamente el procesamiento de personas con discapacidad mental.  Manifiesta el Estado que en el presente caso el jurado rechazó la declaración de no culpable realizada por el señor Resendiz con base en su alegada incapacidad mental; y que, como ya se indicó, posteriormente la Corte examinó dicho aspecto en una audiencia, y concluyó que la presunta víctima era apta para ser ejecutada. 

117. Por otra parte, en el contexto del alegato relativo a las condiciones carcelarias, el Estado se refirió a la permanencia prolongada en el corredor de la muerte.  Al respecto, indicó que es el resultado del procedimiento de revisión proporcionado a las personas condenadas a pena de muerte, que cumple con el estándar internacional más elevado de protección.  Manifiesta que hay procedimientos estatales y federales disponibles para revisar toda condena y que algunas formas de apelación son automáticas.  Señala además que los procedimientos federales de hábeas corpus permiten revisar aspectos sustantivos y procesales de las condenas a pena de muerte impuestas por cortes estatales.  Los procedimientos disponibles asegurarían que el juicio fue justo e imparcial; que la condena se basó en prueba sustancial; y que hay proporcionalidad entre el crimen cometido y la pena establecida.
118. El Estado alega además que las garantías del debido proceso, tanto en el ámbito estatal como federal, fueron respetadas.  Manifiesta que se otorgó al señor Maturino un amplio sistema de revisión y protección de sus derechos, dado que en el lapso de seis años los alegatos presentados por la defensa fueron revisados por la 178 Corte de Distrito del Condado de Harris (en dos oportunidades), la Corte de Apelaciones en lo Criminal de Texas (en tres oportunidades), la Corte de Distrito (en ocho oportunidades), la Corte de  Apelaciones del 5to Circuito (en cuatro oportunidades), y por la Suprema Corte de los Estados Unidos (en dos oportunidades).  De acuerdo al Estado, lo anterior demuestra claramente que las autoridades han dedicado tiempo y recursos considerables a la revisión de los alegatos del señor Resendiz. 

119. Afirma el Estado que cuando la demora entre el dictado de la sentencia a pena de muerte y la fecha de ejecución se debe a la utilización de todos los procedimientos de revisión disponibles, la persona condenada no puede posteriormente alegar que el atraso constituye una pena cruel, infame o inusual.  Señala que de considerarse que dicho atraso viola la Declaración Americana, ello tendría el efecto perverso de limitar el alcance de la protección judicial disponible a las personas condenadas a muerte.
120. Por último, indica el Estado que desde 2004, año en que su sentencia quedó firme, la presunta víctima tenía conocimiento de los químicos utilizados en la inyección letal y que, por lo tanto, la Corte de Distrito fue razonable al rechazar la petición por extemporánea.  Señala el Estado que, inclusive si se hubiera presentado un recurso en forma oportuna, habría resultado infundado ya que la pertinencia del protocolo de la inyección letal utilizado en Texas fue extensamente litigada y ratificada por los tribunales estadounidenses.
Heliberto Chi Aceituno
121. El Estado no se ha pronunciado respecto a los alegatos del peticionario.
David Powell
122. El Estado no se ha pronunciado respecto a los alegatos de los peticionarios.
Ronnie Gardner

123. El Estado no se ha pronunciado respecto a los alegatos de los peticionarios.
Caso 12.333 – Miguel Ángel Flores
124. El Estado no ha proporcionado sus observaciones sobre los alegatos planteados por el peticionario.  Mediante comunicación recibida el 8 de agosto de 2011 el Estado se limitó a indicar que, debido a que la víctima ya fue ejecutada, no es posible llegar a una solución amistosa.
Caso 12.341 – James Wilson Chambers
125. El Estado no se ha pronunciado respecto a los alegatos del peticionario.
IV. HECHOS PROBADOS

126. De manera preliminar, la Comisión Interamericana observa, como ha hecho en otros casos, que en un procedimiento internacional relativo a violaciones de derechos humanos, la valoración de la prueba reviste mayor flexibilidad en comparación con los sistemas legales nacionales.  
127. En relación con el estándar de valoración de la prueba en casos de derechos humanos, a la luz de los objetivos del derecho internacional de los derechos humanos, la CIDH recuerda que en el proceso interamericano la valoración de la prueba reviste mayor flexibilidad que en los sistemas legales nacionales.  Ello, pues el objeto del análisis no es la determinación de la responsabilidad penal de los autores de las violaciones de derechos humanos sino la responsabilidad internacional del Estado derivada de acciones y omisiones de sus autoridades.  Precisamente debido a la naturaleza de ciertas violaciones de derechos humanos, la Comisión evalúa el conjunto de la prueba a su disposición, tomando en consideración reglas sobre carga de la prueba según las circunstancias del caso y acudiendo en no pocas ocasiones a inferencias lógicas, a presunciones, y a la determinación de hechos a partir de un conjunto de indicios y con referencia a contextos más generales.
128. Por lo tanto, en aplicación del artículo 43(1) de su Reglamento, la Comisión Interamericana examinará los hechos alegados por las partes y las pruebas suministradas en la tramitación de los presentes casos.  Cabe destacar que la CIDH se centrará en la historia procesal de cada caso, analizando los aspectos más específicos en las secciones posteriores respectivas.     
129. Asimismo, tendrá en cuenta decisiones judiciales disponibles públicamente así como decisiones mencionadas por una de las partes en sus escritos ante la Comisión Interamericana.  Respecto a estas últimas, la CIDH observa que si bien no consta copia de dichas decisiones en el expediente del caso, las mismas no fueron controvertidas por la parte contraria y, del análisis del acervo probatorio, no surge ningún elemento que ponga en duda la veracidad de dicha información.
Caso 11.575 - Clarence Allen Lackey y otros
Clarence Allen Lackey

130. En agosto de 1977 el estado de Texas acusó a Clarence Allen Lackey por el homicidio de Diane Kimph perpetrado aproximadamente el 31 de julio de 1977
.  El señor Lackey fue inicialmente condenado por el delito de homicidio capital y sentenciado a la pena de muerte en el Condado de Tom Green, Texas, en la primavera de 1978.  El 15 de septiembre de 1982 la Corte de Apelaciones Penal de Texas (Texas Court of Criminal Appeals) en el recurso de apelación obligatoria revirtió la condena y la sentencia dictadas contra la presunta víctima
.  El señor Lackey fue nuevamente condenado y sentenciado a la pena de muerte en abril de 1983 en el Condado de Midland, Texas.  En 1991 la Corte de Apelaciones Penal confirmó la condena y la sentencia en su decisión sobre el recurso de apelación directa.  La primera fecha de ejecución fue fijada para el 17 de julio de 1992.  Entre los años 1992 y 1995 el señor Lackey presentó varios recursos a nivel estatal y federal (state and federal habeas corpus appeals)
.  En dicho período fueron fijadas cuatro nuevas fechas de ejecución.  
131. El 27 de marzo de 1995 la Suprema Corte de los Estados Unidos se negó a revisar la decisión de las cortes estatales, que habían rechazado una petición de hábeas corpus estatal
.  El 3 de mayo de 1996 la Corte de Apelaciones de Estados Unidos para el Quinto Circuito confirmó el rechazo de la Corte de Distrito a una petición de hábeas corpus
.  El 5 de mayo de 1996 la Corte de Apelaciones de Estados Unidos rechazó una petición de hábeas corpus.  Dicha decisión fue apelada ante la Suprema Corte de los Estados Unidos.  El 1 de febrero de 1996 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de la presunta víctima.  Clarence Allen Lackey fue ejecutado el 20 de mayo de 1997 en el estado de Texas.
David Leisure
132. David Leisure fue condenado el 7 de abril de 1987 por el homicidio de James A. Michaels, quien perdió la vida al explotar un coche bomba mientras conducía su vehículo, y sentenciado a la pena de muerte en el estado de Missouri.  El recurso de apelación directa ante la Suprema Corte de Missouri fue rechazado
, al igual que un recurso interpuesto posteriormente ante la misma Corte (post-conviction motion under Missouri Supreme Court Rule 29.15)
.
133. El 13 de enero de 1998 la Corte de Distrito (Eastern District Court) rechazó una petición de hábeas corpus federal
.  El 9 de marzo del mismo año dicha Corte denegó un recurso interpuesto por la presunta víctima
.  El 26 de mayo de 1998 la Corte de Apelaciones para el Octavo Circuito (United States Court of Appeals for the Eighth Circuit) rechazó una solicitud de permiso para apelar (application for a certificate of appealability)
.  El 29 de marzo de 1999 la Suprema Corte de los Estados Unidos denegó una solicitud de certiorari
.
134. Posteriormente la presunta víctima interpuso un recurso contra la decisión dictada por la Corte de Distrito el 9 de marzo de 1998, en el cual presentó alegatos relativos a la ineficacia de la asistencia letrada basados en prueba presuntamente no disponible al momento de la interposición del recurso.  Dicho recurso fue rechazado el 18 de junio de 1999 con base en razones procesales
.  El señor Leisure recurrió la decisión, recurso que fue rechazado por la Corte de Distrito el 12 de julio de 1999
.  El 26 del mismo mes dicha Corte negó una solicitud de permiso para apelar
. 
135. El 2 de agosto de 1999 la Suprema Corte de Missouri negó una petición de hábeas corpus y fijó la fecha de ejecución para el 1º de septiembre de 1999
.  El 9 de agosto de 1999 dicha Corte negó una solicitud de suspensión de la ejecución
.  El 27 de agosto de 1999 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de David Leisure, quien fue ejecutado en el estado de Missouri el 1º de septiembre de 1999.  

Anthony Green
136. Anthony Green fue condenado por los delitos de latrocinio y homicidio de Susan Babitch, ocurridos en 1987 en el Condado de Charleston, Carolina del Sur, y sentenciado a la pena de muerte en octubre de 1988.  Dicha condena y sentencias fueron confirmadas en marzo de 1990 por la Suprema Corte de Carolina del Sur
; y un recurso posterior a la condena (application for post-conviction relief) fue rechazado.  
137. Posteriormente, la presunta víctima interpuso una petición de hábeas corpus federal, que fue rechazada por la Corte de Distrito (United States District Court).  Dicha decisión fue confirmada por la Corte de Apelaciones del Cuarto Circuito (Fourth Circuit Court of Appeals)
.  El señor Green presentó luego una petición de hábeas corpus ante la Suprema Corte de Carolina del Sur, que fue rechazada el 6 de mayo de 2002.  Su último recurso ante la Suprema Corte de Estados Unidos fue también denegado.  El 29 de julio de 2002 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de Anthony Green, quien fue ejecutado el 23 de agosto de 2002 en el estado de Carolina del Sur. 

James Brown

138. James Brown fue condenado por el homicidio de Brenda Watson ocurrido el 15 de mayo de 1975, y sentenciado a pena de muerte en julio de 1981, en el estado de Georgia.  En el recurso de apelación directa, la Suprema Corte de Georgia confirmó la condena y la sentencia
.  Los recursos presentados a nivel estatal con posterioridad a la condena fueron rechazados, así como la solicitud de certiorari ante la Suprema Corte de los Estados Unidos, que fue rechazada el 7 de diciembre de 1987
.
139. El 30 de septiembre de 1988 se otorgó un recurso federal de hábeas corpus a favor de la presunta víctima, luego de lo cual fue sometida a un nuevo juicio por jurado en el Condado de Gwinnett.  El señor Brown fue nuevamente condenado y sentenciado a la pena de muerte en 1990.  En el recurso de apelación directa, la Suprema Corte de Georgia el 21 de febrero de 1991 confirmó la condena y la sentencia
.  El 9 de diciembre de 1991 la Suprema Corte de los Estados Unidos denegó una solicitud de certiorari
.  Con posterioridad a dicha decisión la presunta víctima presentó una serie de recursos a nivel estatal, que fueron rechazados.  El 21 de enero de 1997 la Suprema Corte de los Estados Unidos negó una solicitud de certiorari
 y el 17 de marzo del mismo año rechazó una solicitud de revisión (petition for rehearing)
.
140. Posteriormente fueron rechazadas una petición de hábeas corpus presentada ante la Corte de Distrito (United States District Court for the Northern District of Georgia) y un nuevo recurso interpuesto ante la misma Corte (motion to alter and amend) el 8 de febrero y 27 de septiembre de 2000, respectivamente.  Por último, el 15 de noviembre de 2001 la Corte de Apelaciones del Undécimo Circuito (United States Court of Appeals for the Eleventh Circuit) rechazó un recurso presentado por la presunta víctima y el 21 de octubre de 2002 la Suprema Corte de los Estados Unidos denegó una solicitud de certiorari.  El 18 de noviembre de 2002 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de James Brown, quien fue ejecutado en el estado de Georgia el 4 de noviembre de 2003.

Larry Eugene Moon

141. Larry Eugene Moon fue condenado por los delitos de robo armado y homicidio de Ricky Callahan, y sentenciado a la pena de muerte el 21 de enero de 1988 en el estado de Georgia.  El 30 de noviembre del mismo año la Suprema Corte de Georgia confirmó la condena y la sentencia
.  El 22 de abril de 1991 la petición de certiorari presentada por la presunta víctima ante la Suprema Corte de los Estados Unidos fue denegada
.
142. Luego que la Corte Superior del Condado de Butts otorgara parcialmente una petición de hábeas corpus estatal, la Suprema Corte de Georgia revirtió la decisión
 y la Suprema Corte de los Estados Unidos negó una solicitud de certiorari
.  El 22 de abril de 1996 la presunta víctima interpuso una petición de hábeas corpus federal ante la Corte del Distrito Norte de Georgia (United States District Court for the Northern District of Georgia), la cual fue denegada el 2 de agosto de 1999.  Dicha decisión fue confirmada por la Corte de Apelaciones del Undécimo Circuito (United States Court of Appeals for the Eleventh Circuit) el 18 de marzo de 2002
.  El 5 de octubre de 2002 la presunta víctima presentó una solicitud de certiorari ante la Suprema Corte de los Estados Unidos, la cual fue denegada el 13 de enero de 2003
.  El 6 de enero de 2003 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de Larry Eugene Moon, quien fue ejecutado en el estado de Georgia el 25 de marzo de 2003.

Edward Hartman
143. Edward Hartman fue condenado por los delitos de homicidio en primer grado y robo con arma de fuego, y sentenciado a la pena de muerte el 20 de octubre de 1994 en el estado de Carolina del Norte.  Las objeciones presentadas por la defensa contra la referencia realizada por el fiscal respecto a la orientación sexual del señor Hartman fueron aceptadas por el juez, quien instruyó al jurado a no considerar dicha referencia
.  La condena y sentencia fueron confirmadas por la Suprema Corte de Carolina del Norte el 11 de octubre de 1996
.  La solicitud de certiorari presentada por la presunta víctima para que se revise la decisión de la Suprema Corte de Carolina del Norte fue rechazada el 28 de abril de 1997
.  
144. El 26 de abril de 1999 la Corte Superior del Condado de Northampton rechazó un recurso estatal interpuesto por el señor Hartman (motion for appropriate relief), y el 7 de octubre del mismo año la Suprema Corte de Carolina del Norte denegó la solicitud de certiorari presentada contra dicha decisión.  El 31 de julio de 2000 la Corte del Distrito Este de North Carolina (United States District Court for the Eastern District of North Carolina) rechazó una petición de hábeas corpus y el 13 de enero de 2003 la Suprema Corte de los Estados Unidos rechazó revisar la decisión. 
145. El 5 de febrero de 2003 la presunta víctima interpuso una petición de hábeas corpus estatal alegando violación al debido proceso y solicitó la suspensión de la ejecución fijada para el 28 del mismo mes, solicitud que fue otorgada.  La petición de hábeas corpus fue denegada el 22 de agosto de 2003 por la Suprema Corte de Carolina del Norte, al igual que una solicitud de revisión de dicho rechazo.  El 24 de septiembre de 2003 un nuevo recurso presentado ante la Corte Superior fue denegado y el 1 de octubre de 2003 la Suprema Corte de Carolina del Norte rechazó revisar esta decisión.  El 30 de septiembre de 2003 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de Edward Hartman, quien fue ejecutado el 3 de octubre de 2003.

Robert Karl Hicks
146. Robert Karl Hicks fue condenado por homicidio el 16 de enero de 1986 en la Corte Superior del Condado de Spalding, Georgia, y sentenciado a pena de muerte el día siguiente.  La condena y sentencia fueron confirmadas por la Suprema Corte de Georgia
, la cual posteriormente rechazó una solicitud de certiorari
.
147. El 28 de diciembre de 1988 la Corte Superior del Condado de Butts rechazó una solicitud de hábeas corpus.  El 5 de octubre de 1989 la Suprema Corte de Georgia rechazó una solicitud de permiso para apelar y posteriormente una solicitud de certiorari
.
148. Luego de la presentación de varios recursos en los ámbitos estatal y federal, la presunta víctima interpuso una solicitud de hábeas corpus federal ante la Corte del Distrito Norte de Georgia (United States District Court for the Northern District of Georgia), la cual fue rechazada el 5 de septiembre de 2000.  La Suprema Corte de Justicia rechazó una solicitud de certiorari el 14 de junio de 2004.  El 28 de junio de 2004 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de la presunta víctima, quien fue ejecutada en el estado de Georgia el 1 de julio de 2004.  

Troy Albert Kunkle

149. Troy Albert Kunkle fue condenado el 22 de febrero de 1985 por el delito de homicidio de Stephen Horton y sentenciado a la pena de muerte el 26 del mismo mes.  La condena y sentencia fueron confirmadas en el recurso de apelación directa
, y la Suprema Corte de los Estados Unidos rechazó una solicitud de certiorari
.  Posteriormente la Corte Penal de Apelaciones rechazó una petición estatal de hábeas corpus presentada en julio de 1989.
150. En agosto de 1993 la presunta víctima presentó su primera petición federal de hábeas corpus, que fue rechazada en enero de 1995 debido a la falta de agotamiento de algunos alegatos en el ámbito nivel estatal.  Posteriormente, el señor Kunkle presentó dichos alegatos ante las cortes estatales, pero fueron denegados.  
151. En septiembre de 2002 la Corte de Distrito federal rechazó una petición de hábeas corpus.  El 7 de julio de 2004 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de la presunta víctima.  El 4 de octubre de 2004 la Suprema Corte de Estados Unidos denegó una solicitud de certiorari.  Troy Albert Kunkle fue ejecutado en el estado de Texas el 25 de enero de 2005.

Stephen Anthony Mobley

152. En febrero de 1994 Stephen Anthony Mobley fue condenado por homicidio y robo armado en el estado de Georgia, y sentenciado a la pena de muerte.  El 17 de marzo de 1995 la Suprema Corte de Georgia confirmó la condena y la sentencia
, y el 30 de octubre del mismo año la Suprema Corte de los Estados Unidos denegó una solicitud de certiorari
.
153. El 15 de julio de 1998 la Suprema Corte de Georgia revirtió la decisión dictada por una corte estatal que había otorgado una petición de hábeas corpus por la alegada ineficacia de la defensa letrada
.  El 25 de mayo de 2000 la Corte de Distrito (United States District Court for the Northern District of Georgia) negó una petición de hábeas corpus federal; la apelación presentada ante la Corte de Apelaciones (Eleventh Circuit Court of Appeals) fue también rechazada el 4 de octubre de 2001
.  La Suprema Corte de los Estados Unidos denegó una solicitud de certiorari el 28 de junio de 2002.

154. La presunta víctima presentó un recurso y solicitud de suspensión de la ejecución (Application for Appeal and Motion for Stay of Execution) ante la Suprema Corte de Georgia, recurso que fue rechazado el 1 de agosto de 2002.  El 26 de abril de 2004 la Corte de Apelaciones confirmó una decisión de la Corte de Distrito negando la solicitud de una nueva audiencia de hábeas corpus federal.  El 18 de enero de 2005 la Suprema Corte de los Estados Unidos denegó una solicitud de certiorari.  El 28 de febrero de 2005 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de Stephen Anthony Mobley, quien fue ejecutado en el estado de Georgia el 1 de marzo de 2005.

Jaime Elizalde Jr.

155. Jaime Elizalde Jr. fue condenado por el delito de homicidio en el Condado de Harris, Texas, y sentenciado a la pena de muerte en marzo de 1997.  La condena y sentencia fueron confirmadas el 5 de julio de 1999 por la Corte Criminal de Apelaciones de Texas
, la cual posteriormente denegó una petición de hábeas corpus el 11 de abril de 2001.  El 16 de abril de 2003 la Corte de Distrito (U.S. District Court of the Southern District of Texas) rechazó una petición de hábeas corpus
.  Posteriormente la Corte de Apelaciones denegó una solicitud de permiso para apelar (certificate of appealability) por considerar, entre otros motivos, que la denegación de una defensa efectiva por parte de un abogado nombrado por el Estado para los recursos de hábeas corpus federal no constituye una violación al debido proceso
.  El 7 de octubre de 2004 la Suprema Corte de los Estados Unidos denegó una solicitud de certiorari
.  Asimismo, el 1 de noviembre de 2005 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de la presunta víctima.
156. La presunta víctima posteriormente presentó una petición estatal de hábeas corpus con base en su alegado “retardo mental”, la cual fue rechazada por la Corte Penal de Apelaciones de Texas el 30 de enero de 2006.  El 27 de enero de 2006 la presunta víctima solicitó la suspensión de la ejecución ante la Corte de Distrito, la cual fue denegada, y el 31 del mismo mes la Suprema Corte de los Estados Unidos rechazó un recurso presentado por la presunta víctima. Jaime Elizalde Jr. fue ejecutado en el estado de Texas el 31 de enero de 2006. 

Ángel Maturino Resendiz

157. Ángel Maturino Resendiz fue condenado por el delito de homicidio el 18 de mayo de 2000 en el Condado de Harris, Texas, y sentenciado a la pena de muerte el 22 del mismo mes.  Dicha decisión fue confirmada por la Corte Penal de Apelaciones de Texas el 21 de mayo de 2003
.  Las dos peticiones de hábeas corpus estatal presentadas por el señor Resendiz fueron rechazadas
.  
158. El 7 de septiembre de 2005 la Corte de Distrito rechazó una petición de hábeas corpus federal
.  El 1 de mayo de 2006 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de la presunta víctima.  El 23 de junio de 2006 el señor Resendiz presentó otra petición de hábeas corpus federal, la cual también fue denegada
.  El 27 de junio de 2006 la Suprema Corte de los Estados Unidos rechazó una petición de certiorari
.  Ángel Maturino Resendiz fue ejecutado ese mismo día.

Heliberto Chi Aceituno
159. Heliberto Chi Aceituno fue condenado por el delito de homicidio capital el 7 de noviembre de 2002 y sentenciado a la pena de muerte el 14 de noviembre de 2002 en Texas.  Previo al inicio del juicio, la presunta víctima presentó un recurso para suprimir la declaración realizada ante el oficial de policía durante su requisa, con base en la violación de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares.  Durante el juicio, dicho oficial indicó que desconocía su deber de informar al señor Chi Aceituno sobre su derecho a la asistencia consular; y señaló además que toda la conversación fue en español.  La corte, sin embargo, rechazó el recurso debido a que el estado de California, al igual que el de Texas, son bilingües y que el hecho que una persona hable español no es suficiente para que el oficial considere que es extranjera, salvo que la misma lo indique
.
160. El 26 de mayo de 2004 la Corte Penal de Apelaciones de Texas (Texas Court of Criminal Appeals) confirmó la condena y sentencia
.  La Suprema Corte de los Estados Unidos denegó una solicitud de certiorari el 15 de noviembre de 2004
.
161. La presunta víctima posteriormente presentó un recurso de hábeas corpus estatal, que fue rechazado el 28 de febrero de 2005.  Dicha decisión fue confirmada por la Corte Penal de Apelaciones el 27 de abril de 2005
.  El 21 de junio de 2006 la Corte de Distrito rechazó un recurso de hábeas corpus federal presentado por el señor Chi Aceituno.  La solicitud de permiso para apelar dicha decisión (application for certificate of appealability) también fue denegada.
162. El 28 de septiembre de 2007 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de la presunta víctima.  La primera fecha de ejecución, prevista para el 3 de octubre de 2007, fue suspendida debido a la existencia de un recurso pendiente cuestionando el protocolo de la inyección letal utilizado en Texas.  Luego del rechazo de dicho recurso, el señor Chi Aceituno fue ejecutado el 7 de agosto de 2008.

David Powell
163. David Powell fue condenado por el delito de homicidio y sentenciado a la pena de muerte en septiembre de 1978 en Texas.  La Corte Penal de Apelaciones de Texas confirmó dicha decisión
, pero la Suprema Corte de los Estados Unidos revocó la sentencia
.
164. En 1991 la presunta víctima fue nuevamente juzgada por el delito de homicidio capital y condenada y sentenciada a pena de muerte.  La Corte Penal de Apelaciones confirmó la condena pero revocó la sentencia y reenvío el caso debido a una falla en la instrucción del jurado
. El señor Powell presentó una solicitud de certiorari alegando que tenía derecho a un completo nuevo juicio, pero dicha solicitud fue rechazada
. 
165. La presunta víctima fue nuevamente sentenciada a pena de muerte en 1999. Dicha decisión fue confirmada por la Corte Penal de Apelaciones
 y una solicitud de certiorari fue denegada por la Suprema Corte de los Estados Unidos
 en 2002.
166. Posteriormente el señor Powell presentó un recurso de hábeas corpus estatal y un recurso de hábeas corpus federal, los cuales fueron rechazados.  El 16 de julio de 2008 la Corte del Quinto Distrito confirmó el rechazo del recurso federal
 y la solicitud de certiorari presentada ante la Suprema Corte de los Estados Unidos fue rechazada el 23 de marzo de 2009
.  El 14 de junio de 2010 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de David Powell, quien fue ejecutado en el estado de Texas el 15 de junio de 2010.

Ronnie Gardner
167. Ronnie Gardner fue condenado por el delito de homicidio y sentenciado a la pena de muerte el 25 de octubre de 1985 en el estado de Utah
.  La Suprema Corte de Utah confirmó la condena y la sentencia
.  Una solicitud de certiorari presentada ante la Suprema Corte de Estados Unidos fue rechazada el 16 de abril de 1990
.
168. El 16 de julio de 1990 la presunta víctima presentó una petición de hábeas corpus estatal, la cual fue parcialmente otorgada el 26 de julio de 1991 respecto a la supuesta ineficacia de la asistencia letrada, con lo que se revirtió la sentencia a pena de muerte.  Dicha decisión fue posteriormente revocada por la Suprema Corte de Utah
.
169. En 1997 el señor Gardner presentó una petición de hábeas corpus federal, que fue rechazada por la Corte de Distrito.  Posteriormente presentó nuevas peticiones de hábeas corpus estatal y federal, las cuales también fueron denegadas.  El 8 de marzo de 2010 la Suprema Corte de los Estados Unidos rechazó una solicitud de certiorari.  El 17 de junio de 2010 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de Ronnie Gardner, quien fue ejecutado el 18 de junio de 2010 en el estado de Utah.

Caso 12.333 – Miguel Ángel Flores
170. Miguel Ángel Flores fue condenado a pena de muerte por el delito de homicidio el 12 de septiembre de 1990y sentenciado a la pena de muerte el 14 del mismo mes.  La condena y sentencia fueron confirmadas por la Corte Penal de Apelaciones de Texas
.  Una solicitud de certiorari fue rechazada el 11 de octubre de 1994.
171. La presunta víctima presentó una petición de hábeas corpus estatal la cual fue denegada el 10 de julio de 1994.  Dicha decisión fue confirmada por la Corte Penal de Apelaciones de Texas el 28 del mismo mes.
172. El 9 de noviembre de 1998 la Corte de Distrito Federal rechazó una petición de hábeas corpus.  El recurso de apelación presentado contra dicha decisión fue denegado el 20 de abril de 2000 por la Corte de Apelaciones del Quinto Circuito de Estados Unidos
.  El 11 de septiembre de 2000 la presunta víctima presentó una solicitud de certiorari ante la Suprema Corte de los Estados Unidos, la cual fue rechazada.  El 25 de octubre de 2000 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de Miguel Ángel Flores, quien fue ejecutado en el estado de Texas el 9 de noviembre de 2000.

Caso 12.341 – James Wilson Chambers

173. James Wilson Chambers fue condenado a pena de muerte por el delito de homicidio el 20 de noviembre de 1982 y sentenciado a la pena de muerte el 23 de diciembre de 1982 en el estado de Missouri.  El 19 de junio de 1984 la Suprema Corte de Missouri revirtió la condena y la sentencia, debido a que no se instruyó al jurado sobre la legítima defensa.  
174. En el segundo juicio, llevado a cabo en el Condado de Jefferson, el jurado decidió que la presunta víctima era culpable del delito de homicidio capital y recomendó fuera sentenciada a la pena de muerte.  El 5 de junio de 1985 el señor Chambers fue nuevamente sentenciado a la pena capital.  El 15 de julio de 1986  la Suprema Corte de Missouri confirmó la condena y sentencia dictadas contra James Wilson Chambers, y el 22 de diciembre de 1987 la Corte de Apelaciones de Missouri confirmó el rechazo de un recurso interpuesto por la presunta víctima.  
175. El 19 de julio de 1988 la Corte de Distrito Este de Missouri (US Court for the East District of Missouri) denegó una petición de hábeas corpus federal cuestionando la condena y la sentencia.  El 15 de septiembre de 1989 la Corte de Apelaciones del Octavo Circuito (US Court or Appeals for the Eighth Circuit) revirtió la sentencia de la corte de distrito y otorgó la petición con base en la alegada ineficacia de la asistencia letrada.
176. Luego de un tercer juicio llevado a cabo en el Condado de Cole, el señor Chambers fue nuevamente condenado y sentenciado a la pena de muerte el 1 de julio de 1992.  Un recurso presentado ante la Corte de Distrito fue denegado el 14 de octubre de 1993.  La Suprema Corte de Missouri confirmó la condena y sentencia dictadas contra Chambers, así como el rechazo del recurso presentado con posterioridad a la condena.  Una petición de hábeas corpus federal presentada posteriormente fue también rechazada por la Corte de Distrito el 12 de marzo de 1997, rechazo que fue confirmado por la Corte de Apelaciones el 23 de septiembre de 1998.  El 21 de junio de 1999 la Suprema Corte de los Estados Unidos rechazó revisar el rechazo de la petición federal de hábeas corpus.  El 10 de noviembre de 2000 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de James Wilson Chambers, quien fue ejecutado el 15 de noviembre de 2000 en el estado de Missouri.
V. ANÁLISIS DE DERECHO

A.
Consideraciones previas

177. En el Informe de Admisibilidad No. 60/11 la Comisión Interamericana decidió acumular bajo el Caso 11.575 catorce peticiones relativas a personas condenadas a pena de muerte en diferentes estados de los Estados Unidos, conforme a lo establecido en el artículo 29.1(d) del Reglamento de la Comisión.  Posteriormente, en la etapa de fondo, la CIDH acumuló a dicho caso los casos de Miguel Ángel Flores y James Wilson Chambers, quienes fueron también condenados a pena de muerte en Estados Unidos y ejecutados.  
178. El elemento común de todos estos casos es el hecho que las presuntas víctimas fueron condenadas a pena de muerte y ejecutadas mientras eran beneficiarias de medidas cautelares otorgadas por la CIDH.  Esto es, las presuntas víctimas fueron ejecutadas antes que la Comisión Interamericana tuviera la oportunidad de pronunciarse sobre las alegadas violaciones a los derechos reconocidos en la Declaración Americana. 
179. Con base en los hechos probados y en otras consideraciones analizadas en la presente sección, la Comisión presenta a continuación sus conclusiones sobre los reclamos respecto de la presunta violación de los derechos protegidos en los artículos I, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana en relación con el Caso 11.575; los artículos I, XVIII y XXVI de la Declaración respecto al Caso 12.333; y los artículos I, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración en relación con el Caso 12.341.
180. Como se indicó en la sección sobre el trámite posterior a los informes de admisibilidad, la CIDH ha recibido observaciones de los peticionarios sobre el fondo solamente respecto de 3 de las 16 presuntas víctimas del presente caso.  La Comisión Interamericana no cuenta, por lo tanto, con información suficiente para realizar un análisis detallado respecto de cada violación alegada inicialmente en relación con cada presunta víctima.  En tal sentido, la CIDH no analizará los alegatos presentados relativos a violaciones al debido proceso señaladas en los informes de admisibilidad Nos. 60/11, 116/11 y 117/11, ni los relativos al artículo II de la Declaración Americana mencionados en las peticiones originales presentadas en representación de Anthony Green y Edward Hartman.  
181. En relación con la presunta discriminación racial en perjuicio del señor Green, en la petición original los peticionarios alegan que la pena de muerte es aplicada de manera discriminatoria en Carolina del Sur y presentan estadísticas que a juicio de los peticionarios demuestran que la raza constituye un factor significativo en la determinación de cuáles acusados enfrentarán la pena de muerte.  La CIDH considera que alegatos de esta naturaleza revisten una gravedad importante, y de ser probados, podrían llegar a constituir una violación a los derechos consagrados en la Declaración Americana.  Sin embargo, al no contar la Comisión Interamericana con observaciones sobre el fondo, no es posible aplicar dichos alegatos generales al caso concreto. 
182. Teniendo en cuenta la gravedad que reviste la aplicación de la pena capital por sus consecuencias irreversibles, la Comisión Interamericana ha decidido centrar su análisis de derecho en cinco aspectos que resultan de especial relevancia, y que han sido alegados en relación con varias de las presuntas víctimas, y sobre los cuales la Comisión cuenta con elementos suficientes.  Se trata del derecho a la notificación y asistencia consulares; la ineficacia de la asistencia letrada asignada por el Estado; el derecho de toda persona con discapacidad mental a no ser sometida a la pena de muerte; el derecho de toda persona privada de libertad a no ser sometida a confinamiento solitario prolongado; y el deber del Estado de cumplir con las medidas cautelares otorgadas por la CIDH.
183. Asimismo, la Comisión toma nota que, luego de la adopción del Informe de Admisibilidad No. 60/11, la peticionaria en el caso del señor Gardner informó que deseaba retirar la denuncia presentada en favor de la presunta víctima.  Entre las supuestas  violaciones cometidas en perjuicio de la presunta víctima, figuran el confinamiento solitario prolongado y el incumplimiento de las medidas cautelares otorgadas en su favor.  Por lo tanto, la CIDH considera que corresponde analizar dichos alegatos de oficio en los términos del artículo 41 de su Reglamento, en razón de la gravedad de la aplicación de la pena capital. 

184. Antes de iniciar su análisis sobre el fondo del caso, la Comisión Interamericana considera oportuno reafirmar lo sostenido anteriormente respecto al grado de escrutinio más riguroso que debe aplicarse a las decisiones de casos relativos a la aplicación de la pena de muerte.  El derecho a la vida es ampliamente reconocido como el derecho supremo de la persona humana y como conditio sine qua non para el goce de todos los demás derechos.  
185. Si bien el artículo I de la Declaración Americana protege el derecho a la vida sin hacer expresa referencia a la pena de muerte, dicha sanción máxima no está eximida de los estándares y protecciones de la Declaración.  Al respecto, la CIDH ha establecido que:

Por el contrario, en parte por referencia a los antecedentes legislativos de la Declaración Americana, así como por referencia a los términos del Artículo 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Comisión ha llegado a la conclusión de que el Artículo I de la Declaración, si bien no prohíbe absolutamente la pena de muerte, prohíbe sí su aplicación cuando ello dé lugar a una privación arbitraria de la vida o la torne por otras razones un castigo cruel, infamante o inusitado
.

186. Por tal razón, adquiere especial importancia la obligación de la Comisión Interamericana de asegurar que cualquier privación de la vida que pudiera ocurrir por aplicación de la pena de muerte cumpla estrictamente con los requisitos de los instrumentos aplicables del sistema interamericano de derechos humanos, incluida la Declaración Americana.  Este escrutinio más riguroso es congruente con el enfoque restrictivo que adoptan otras autoridades internacionales de derechos humanos en casos que implican la imposición de la pena de muerte,
 y la Comisión Interamericana lo ha expresado y aplicado de manera inequívoca en casos anteriores sobre esta materia.

B.
Derecho de justicia y derecho a proceso regular (Artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana)

187. La Declaración Americana garantiza el derecho de toda persona a la justicia y al debido proceso, respectivamente, en las siguientes disposiciones:
Artículo XVIII – Derecho de justicia 

Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos.  Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente.

Artículo XXVI – Derecho a proceso regular
Se presume que todo acusado es inocente, hasta que se pruebe que es culpable.

Toda persona acusada de delito tiene derecho a ser oída en forma imparcial y pública, a ser juzgada por tribunales anteriormente establecidos de acuerdo con leyes preexistentes y a que no se le imponga penas crueles, infamantes o inusitadas


1.
Notificación y asistencia consulares

188. De acuerdo a los peticionarios, Estados Unidos habría violado en perjuicio de Heliberto Chi Aceituno y de Miguel Ángel Flores, el derecho a la notificación consular establecido en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares.  El Estado, por su parte, no ha controvertido dicho alegato.
189. La CIDH ha establecido en varias oportunidades que posee competencia para considerar en qué medida un Estado parte ha hecho efectivos los requisitos del artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares a los efectos de evaluar el cumplimiento, por parte de ese Estado, de los derechos de una persona de nacionalidad extranjera al debido proceso conforme a los artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana
.  
190. En tal sentido, la Comisión ha considerado que “el incumplimiento de las obligaciones derivadas del artículo 36 de la Convención de Viena es un factor que es necesario evaluar junto con todas las demás circunstancias de cada caso a fin de determinar si un acusado disfrutó de un juicio justo”
.
191. Los “Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas”
 adoptados por la Comisión en 2008 establecen lo siguiente: 
Las personas privadas de libertad en un Estado Miembro de la Organización de los Estados Americanos del que no fueren nacionales, deberán ser informadas, sin demora y en cualquier caso antes de rendir su primera declaración ante la autoridad competente, de su derecho a la asistencia consular o diplomática, y a solicitar que se les notifique de manera inmediata su privación de libertad.  Tendrán derecho, además, a comunicarse libre y privadamente con su representación diplomática o consular.
 
192. En igual sentido, la Corte Interamericana ha establecido que el ejercicio del derecho a la notificación consular sólo está limitado por la voluntad del individuo, lo cual reafirma la naturaleza individual de los derechos reconocidos en el artículo 36 de la Convención de Viena, y que la inobservancia del deber de  informar implica una violación al debido proceso, similar a la omisión de informar acerca de otros medios de defensa
.
193. En el caso del señor Chi Aceituno el peticionario indica que el incumplimiento por parte de las autoridades de Estados Unidos de la “obligación de notificar a las autoridades consulares sobre la detención, prisión preventiva o encausamiento de su nacional” conlleva a la indefensión de la presunta víctima y a una violación de su derecho al debido proceso.  
194. Respecto al señor Flores, el peticionario sostiene que la presunta víctima fue detenida, juzgada y condenada a muerte sin habérsele informado sobre su derecho a contactar a las autoridades consulares mexicanas; y que el Estado mexicano tuvo conocimiento del caso luego de un año de la imposición de la pena de muerte.  Asimismo, indica que el señor Flores se vio perjudicado por la falta de asistencia consular, que podría haber cambiado el resultado del juicio.  Señala al respecto que la asistencia consular habría aliviado la atmósfera coercitiva que indujo a la confesión de la presunta víctima y que se le hubiera otorgado asistencia legal adicional.  Por dichos motivos, de acuerdo al peticionario, la participación de autoridades consulares habría modificado radicalmente la percepción del jurado.
195. Por lo tanto, la CIDH concluye que la omisión del Estado de respetar y asegurar los derechos de las presuntas víctimas a la notificación y asistencia consulares vulneraron sus derechos a la justicia y al debido proceso.  En tal sentido, la Comisión Interamericana concluye que la obligación del Estado, derivada del artículo 36(1) de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, de informar a los señores Chi Aceituno y Flores sobre sus derechos de notificación y asistencia consulares, constituyó un componente fundamental de las normas de debido proceso a las que tenían derecho en virtud de la Declaración Americana.  La omisión del Estado de respetar y asegurar esta obligación los privó de un proceso penal que satisficiera las normas mínimas del debido proceso y un juicio justo requeridas por los artículos XVIII y XXVI de la Declaración.
2.
Ineficacia de la asistencia letrada asignada por el Estado
196. De acuerdo a los peticionarios, el Estado vulneró el derecho de los señores Moon, Hartman, Hicks, Elizalde, Resendiz, Flores, Leisure, Green, Brown, Kunkle, Mobley y Gardner, a una asistencia letrada adecuada.  En el caso de los seis primeros los peticionarios indican que la defensa fue asignada por el Estado o existe información en el expediente en tal sentido.  En el caso de los seis restantes, sin embargo, no hay información disponible. 
197. La CIDH ha establecido que, en los casos de pena de muerte, el derecho al debido proceso consagrado en la Declaración Americana garantiza al acusado la posibilidad de presentar alegatos y pruebas respecto a si la aplicación de la pena de muerte es permisible o adecuada en el caso concreto.  En tal sentido, los requisitos fundamentales del debido proceso en el caso de juicios por delitos punibles con la pena capital incluyen la obligación de suministrar a un acusado la posibilidad plena y justa de presentar pruebas atenuantes para que se consideren al determinar si la pena de muerte constituye la sanción apropiada a las circunstancias de su caso
.  Entre las consideraciones que se toman en cuenta en la fase de determinación de la pena figuran el carácter e historial del acusado, los factores subjetivos que podrían haber motivado su conducta, el diseño y la forma de ejecución del delito en cuestión y la posibilidad de reforma y readaptación social del acusado.
198. La Comisión Interamericana ha destacado que la American Bar Association (Colegio de Abogados de Estados Unidos), principal asociación nacional de abogados de los Estados Unidos, ha elaborado y adoptado lineamientos y comentarios conexos en los que se subraya la importancia de investigar y presentar pruebas atenuantes en los casos capitales.  De acuerdo a lo establecido en el comentario al lineamiento 10.7, la defensa debe realizar una investigación exhaustiva de la historia personal y familiar del acusado
.     
199. Asimismo, la CIDH ha reconocido que las leyes estadounidenses ofrecen amplias protecciones de debido proceso a las personas sujetas a actuaciones penales, que incluyen el derecho de representación legal efectiva costeada públicamente si una persona no puede pagar un abogado.  Sin embargo, ha enfatizado que el Estado, además de asegurar que estas protecciones estén previstas en la jurisdicción interna, debe asegurar que se proporcionen en la práctica en las circunstancias de cada acusado particular
.
200. En relación con las presuntas víctimas cuya defensa fue proporcionada por el Estado, los peticionarios alegan, entre otras cosas, que la defensa del señor Moon no investigó importantes pruebas atenuantes, y que solamente se investigó algunas de estas pruebas durante cinco horas; que se nombró a un abogado sin experiencia en casos de pena de muerte para defender al señor Hicks; que la defensa del señor Elizalde Jr. durante la etapa de apelación y de los procedimientos de hábeas corpus no exploró líneas evidentes de investigación ni impugnó a uno de los testigos a pesar de las grandes discrepancias de su declaración; que la defensa que representó al señor Resendiz con posterioridad a la condena fue negligente al haber perdido un plazo fundamental y que presentó exclusivamente alegatos procesales genéricos; y que la defensa del señor Flores no interrogó a potenciales testigos, que no obtuvo un peritaje independiente y que no solicitó la realización de una evaluación de la salud mental de la presunta víctima.  Cabe destacar que no existe información en el expediente que permita contradecir dichos alegatos.
201. Por su parte, el Estado señala, entre otras cosas, que el alegato del señor Resendiz es infundado dado que la calidad de la representación legal fue adecuada y que dicha representación le permitió presentar varios recursos.  El Estado no controvirtió los alegatos presentados respecto a las demás presuntas víctimas.
202. El derecho a la asistencia letrada brindada por el Estado debe ser garantizado en forma tal que resulte efectivo, por lo cual no sólo requiere el suministro de defensor, sino que el mismo ejerza ese patrocinio en forma competente.  La Comisión Interamericana ha reconocido también que el Estado no puede ser considerado responsable de todas las fallas de desempeño del abogado defensor, dado que la profesión de abogado es independiente del Estado y éste no tiene conocimiento ni control de la manera en que un abogado defensor patrocina a su cliente.  No obstante, las autoridades nacionales tienen la obligación de intervenir si la omisión del abogado de brindar un patrocinio eficaz es evidente o si la omisión es puesta en su conocimiento con suficiente claridad
.  Dicho deber se ve reforzado en los casos en que la asistencia letrada sea proporcionada por el Estado.
203. Según lo indicado en las observaciones sobre el fondo presentadas por la peticionaria del señor Elizalde Jr., la Corte de Distrito, al rechazar un recurso por alegada ineficacia de la defensa letrada, consideró que la falta de una defensa efectiva por parte de un abogado nombrado por el Estado para los recurso de hábeas corpus federales no es una violación del debido proceso
.  Al respecto, la CIDH ha establecido que el estricto cumplimiento del derecho a una asistencia letrada proporcionada por el Estado es fundamental en el contexto de juicios de posible imposición de la pena capital y que dicho derecho aplica en todas las etapas del procedimiento penal
.  En tal sentido, las “Salvaguardias de las Naciones Unidas para garantizar la protección de los derechos de los condenados a pena de muerte” se refieren en su punto 5 al “derecho de todo sospechoso o acusado de un delito sancionable con la pena capital a la asistencia letrada adecuada en todas las etapas del proceso”
. 
204. Con base en lo anterior, la CIDH concluye que las obligaciones del Estado establecidas en los artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana comprenden el derecho de contar con una defensa adecuada.  Concluye igualmente que el hecho que el Estado no haya respetado y asegurado esta obligación resultó en violaciones adicionales de los derechos de los señores Moon, Hartman, Hicks, Elizalde Jr., Resendiz y  Flores al debido proceso y a un juicio justo, dispuestos en la Declaración Americana.
205. Por último, en relación con los señores Leisure, Green, Brown, Kunkle, Mobley y Gardner, la información disponible en el expediente de la CIDH no permite determinar si tuvieron defensa proporcionada por el Estado o defensa privada.  Por otra parte, ni los alegatos de los respectivos peticionarios ni la información que obra en los expedientes contienen suficiente información que permita concluir que se violó el derecho a una defensa adecuada en perjuicio de las seis presuntas víctimas antes mencionadas.
C.
Derecho de toda persona con discapacidad mental a no ser sometida a la pena de muerte (Artículos I y XXVI de la Declaración Americana)
206. Si bien la Declaración Americana no prohíbe expresamente la imposición de la pena de muerte a personas con discapacidad mental, dicha práctica contraviene los derechos reconocidos en los artículos I y XXVI de la Declaración.

207. El artículo I de la Declaración Americana establece que:
Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.

208. La parte final del artículo XXVI de la Declaración Americana dispone que:
Toda persona acusada de delito tiene derecho […] a que no se le imponga penas crueles, infamantes o inusitadas.
209. Según señalan los peticionarios, David Leisure, James Brown, Robert Karl Hicks, Troy Albert Kunkle, Jaime Elizalde Jr., Ángel Maturino Resendiz y James Wilson Chambers, tenían algún grado de discapacidad mental.  Entre los diferentes alegatos, los peticionarios mencionan casos de esquizofrenia, coeficientes intelectuales de hasta 58, padecimientos de alucinaciones visuales y auditivas, microcefalia con disfunción frontal, internamientos en hospitales psiquiátricos y episodios de mutilaciones.  De acuerdo a la información disponible, dichas situaciones fueron puestas en conocimiento de las respectivas autoridades.
210. El Estado, por su parte, señaló que el punto relativo al alegado “retardo mental” del señor Elizalde Jr. fue revisado por las cortes estatales y federales, que concluyeron que la presunta víctima era apta para ser ejecutada.  Respecto al señor Resendiz, el Estado también indica que su alegada discapacidad mental fue extensamente litigada en las cortes de Estados Unidos y que, luego de la celebración de una audiencia, la Corte del 178 Distrito Judicial concluyó que la presunta víctima era apta para ser ejecutada.  El Estado no controvirtió los alegatos relativos a las demás presuntas víctimas. 
211. Debido a su particular situación de vulnerabilidad, los Estados tienen un especial deber de protección respecto a las personas que con discapacidad mental.  Dicho deber se ve acentuado en el caso de personas que se encuentran bajo la custodia del Estado en instituciones penitenciarias.  

212. La Comisión Interamericana ha establecido que:
[…] al interpretar y aplicar la Declaración, es necesario considerar sus disposiciones en el contexto más amplio de los sistemas internacionales e interamericanos de derechos humanos, a la luz de la evolución del derecho internacional en materia de derechos humanos desde que se redactó la Declaración y teniendo debidamente en cuenta otras normas pertinentes del derecho internacional aplicables a los Estados miembros contra los cuales se interpongan debidamente denuncias de violación de la Declaración
.
213. Es un principio de derecho internacional que las personas con discapacidad mental, ya sea al momento de cometer el delito o durante el juicio, no pueden ser condenadas a la pena de muerte.  Asimismo, es también contrario al derecho internacional ejecutar a una persona condenada a la pena de muerte cuando ésta tiene una discapacidad mental al momento de la ejecución.  
214. En tal sentido, en un caso respecto a Trinidad y Tobago, el Comité de Derechos Humanos estableció que la lectura de la orden de ejecución a una “persona mentalmente incompetente”, aunque no lo haya estado al momento de la condena, constituye una violación del derecho a no ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes
.  Por su parte, las “Salvaguardias para garantizar la protección de los derechos de los condenados a pena de muerte” establecen que “n[o] […] se ejecutará la sentencia de muerte […] cuando se trate de personas que hayan perdido la razón”
.  Asimismo, la entonces Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas instó a todos los Estados que todavía mantienen la pena de muerte a “[n]o imponer la pena capital ni ejecutar a ninguna persona que sufra de algún tipo de discapacidad mental o intelectual”
.  
215. En Atkins v. Virginia
 la Suprema Corte de los Estados Unidos declaró que “la ejecución de personas con retraso mental constituye un castigo cruel e inusual, en contravención de la Octava Enmienda” de la Constitución de dicho país.  En su sentencia, la Suprema Corte realizó una interpretación evolutiva del concepto de castigo excesivo y destacó el incuestionable consenso respecto a la culpabilidad relativa de los “delincuentes con retardo mental”
.  En el Caso Atkins la Suprema Corte se refiere además a estudios que indican que un coeficiente intelectual menor a 70-75 “es considerado generalmente como el coeficiente límite para la definición de retardo mental”
.  Asimismo, en Ake v. Oklahoma
, la Suprema Corte estableció que todo acusado indigente tiene derecho a que el estado le provea una evaluación psiquiátrica para ser usada en su favor. 
216. Señala la peticionaria del señor Resendiz que, a pesar de la decisión de la Suprema Corte de Estados Unidos en el Caso Atkins, los estados han dado una definición muy estrecha al término “incompetencia”.  Por otra parte, alega que el gobierno de Estados Unidos, al imponer la pena de muerte a una persona con una enfermedad mental severa, pero no legalmente incompetente, violó los derechos humanos de la presunta víctima.
217. El Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, en sus observaciones finales a los informes presentados por Estados Unidos, celebró la decisión de la Suprema Corte en el Caso Atkins y alentó “al Estado Parte a que garantice que reciban igual protección las personas que padecen formas graves de enfermedad mental no equivalentes a retraso mental”
.  Por otra parte, el Comité manifestó su preocupación por el “elevado número de enfermos mentales graves internados en [prisiones de máxima seguridad], así como en cárceles ordinarias de Estados Unidos”
.

218. Teniendo en cuenta el carácter supremo del derecho a la vida y el nivel de escrutinio más riguroso requerido en casos que involucran la pena de muerte, la Comisión Interamericana considera que las personas con discapacidad mental no pueden ser sometidas a la pena capital.  Ello, debido a que estas personas no tienen la capacidad de comprender la razón o consecuencia de la ejecución.
219. Por otra parte, con base en su especial deber de protección respecto a las personas con discapacidad mental, el Estado tiene la obligación, en los casos de pena de muerte, de contar con procedimientos para identificar a aquellas personas acusadas o condenadas que tengan una discapacidad mental.  Los Estados tienen además la obligación de revelar todo registro o información en su poder relativos a la salud mental de una persona acusada de un delito punible con la pena capital.  Asimismo, el Estado debe proveer a todo acusado indigente los medios necesarios para realizar una evaluación independiente de su salud mental, lo cual debe ser realizado de manera oportuna. 
220. Con base en lo anterior, y tomando en cuenta el nivel de escrutinio más riguroso que ha aplicado en los casos de pena de muerte
, la CIDH considera que el hecho que Estados Unidos haya ejecutado a personas con discapacidad mental, o a personas que no contaron con los medios suficientes y oportunos para obtener una evaluación independiente de su estado de salud mental, constituye una privación arbitraria de la vida y una imposición de una pena cruel, infamante o inusitada.  En tal sentido, la Comisión Interamericana concluye que Estados Unidos violó los artículos I y XXVI de la Declaración Americana en perjuicio de David Leisure, James Brown, Robert Karl Hicks, Troy Albert Kunkle, Jaime Elizalde Jr., Ángel Maturino Resendiz y James Wilson Chambers.
D.
Derecho de toda persona privada de libertad a no ser sometida a confinamiento solitario prolongado (Artículos XXV y XXVI de la Declaración Americana)
221. La parte final del artículo XXV de la Declaración Americana establece que:
Todo individuo que haya sido privado de su libertad […] [t]iene derecho también a un tratamiento humano durante la privación de su libertad.
222. Asimismo, la parte final del artículo XXVI de la Declaración Americana dispone que:
Toda persona acusada de delito tiene derecho […] a que no se le imponga penas crueles, infamantes o inusitadas.

223. De acuerdo a los peticionarios, Ángel Maturino Resendiz y Ronnie Gardner fueron sometidos a condiciones inhumanas de detención durante su privación de libertad en el corredor de la muerte.  Las presuntas víctimas permanecieron detenidas en el corredor de la muerte durante seis años y más de veinte años respectivamente.  
224. En particular, los peticionarios se refieren a la situación de confinamiento solitario en el corredor de la muerte.  En el caso del señor Resendiz, indicaron entre otros que los condenados a muerte en el estado de Texas estaban recluidos en celdas de aproximadamente 60 pies cuadrados (5,57 m2), completamente segregados de los demás privados de libertad.  Señalaron además que se les prohibía mirar televisión y que se les privaba frecuentemente del uso de la radio, principal fuente de estimulación mental.  Asimismo, se le habría prohibido todo contacto físico con familiares, amigos y abogados, inclusive en los días y horas previas a la ejecución.  Respecto del señor Gardner, señalaron que solamente se le permitía salir de su celda una hora por día.
225. En relación con el señor Resendiz, en su respuesta a la petición el Estado analiza el alegato relativo al tiempo prolongado de detención pero no se refiere a las alegadas condiciones carcelarias.  El Estado no ha controvertido los alegatos relativos al señor Gardner.
226. Según los estándares internacionales, las personas privadas de libertad condenadas a pena de muerte no deben ser sometidas a aislamiento como régimen regular de reclusión, sino solamente como castigo disciplinario en los mismos casos y bajo las mismas condiciones en las que estas medidas se apliquen al resto de los reclusos
.
227. La Declaración de Estambul sobre la utilización y los efectos de la reclusión en régimen de aislamiento define dicho concepto en los siguientes términos:
El aislamiento físico de una persona en su celda de 22 a 24 horas al día. En muchas jurisdicciones, se permite a los reclusos salir de sus celdas durante una hora para hacer ejercicio en solitario. El contacto con otras personas suele reducirse al mínimo. La reducción de los estímulos no sólo es cuantitativa, sino también cualitativa.  Los estímulos al alcance y los contactos sociales ocasionales pocas veces se elijen libremente, suelen ser monótonos y raramente se producen en un clima de empatía
.
228. De acuerdo a dicha Declaración, la reclusión en régimen de aislamiento es en la práctica utilizada, entre otros, como una condena judicial.  Este es el caso, por ejemplo, en que la totalidad o una parte de la pena deba cumplirse por disposición legal en régimen de aislamiento
. 
229. La CIDH ha manifestado que la reclusión en régimen de aislamiento sólo debe aplicarse en casos excepcionales, por el periodo de tiempo más breve posible y sólo como medida de último recurso
.  Al respecto, los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas destacan dicho carácter excepcional al establecer lo siguiente: 
El aislamiento sólo se permitirá como una medida estrictamente limitada en el tiempo y como un último recurso, cuando se demuestre que sea necesaria para salvaguardar intereses legítimos relativos a la seguridad interna de los establecimientos, y para proteger derechos fundamentales, como la vida e integridad de las mismas personas privadas de libertad o del personal de dichas instituciones
. 
230. El 18 de octubre de 2011 el Relator Especial de Naciones Unidas sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, realizó un llamado para la prohibición del confinamiento solitario, tanto indefinido como prolongado, el cual definió como todo período mayor a 15 días
.  El Relator Especial ha llegado a la conclusión de que el plazo de 15 días es el límite entre el “régimen de aislamiento” y el “régimen de aislamiento prolongado” porque en ese punto, según la bibliografía consultada, algunos de los efectos psicológicos nocivos del aislamiento pueden ser irreversibles.  Al respecto, cabe destacar que unos pocos días en régimen de aislamiento hacen que la actividad cerebral de una persona adquiera una pauta anormal característica del estupor y el delirio
.
231. Por otra parte, de acuerdo al Relator Especial, una de las principales condiciones físicas de los regímenes de aislamiento es el tamaño de la celda.  Al respecto, indica que si bien no hay un instrumento universal que especifique un tamaño mínimo aceptable para las celdas, algunas jurisdicciones nacionales y regionales han dictado normas al respecto.  Por ejemplo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el caso Ramírez Sánchez c. Francia consideró que una celda de 6,84 metros cuadrados (73,6 pies cuadrados) es “suficientemente grande” para su uso por una única persona.  El Relator Especial, sin embargo, disiente con dicho estándar “especialmente si la celda única también debe incluir, como mínimo, un inodoro e instalaciones de aseo, una cama y un escritorio”
.
232. Según la Declaración de Estambul, el aislamiento solitario puede producir graves daños a nivel psicológico, los cuales pueden ir desde una depresión hasta una paranoia y psicosis, y a nivel fisiológico, tales como problemas cardiovasculares y fatiga profunda
.  En tal sentido, la Corte Europea ha establecido que el aislamiento sensorial prolongado unido al aislamiento social constituye una forma de trato inhumano dado que conducen indudablemente a la destrucción de la personalidad
.
233. Asimismo, el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas ha manifestado su preocupación por la práctica en algunas cárceles de máxima seguridad de Estados Unidos “de mantener a los reclusos durante mucho tiempo en régimen de aislamiento sin permitirles salir de la celda más que cinco horas por semana, en condiciones generales de disciplina estricta en un entorno despersonalizado”
.
234. Por su parte, en una demanda presentada ante la Corte Interamericana relativa a un caso de pena de muerte en el cual las víctimas fueron mantenidas en confinamiento solitario por períodos extensos, la Comisión Interamericana estableció que el Estado no les garantizó el respeto a la dignidad inherente al ser humano bajo cualquier circunstancia, así como el derecho a no ser objeto de castigos o tratos crueles, inhumanos o degradantes
.
235. La Comisión Interamericana reafirma que toda persona privada de libertad debe recibir un trato humano, acorde con el respeto a su dignidad inherente.  Esto implica que las condiciones de reclusión a las que se somete a las personas condenadas a pena de muerte deben cumplir con las mismas normas y estándares internacionales aplicables a la generalidad de las personas privadas de libertad.  El deber del Estado de respetar y garantizar el derecho a la integridad personal a todas las personas sometidas a su jurisdicción aplican independientemente de la naturaleza de la conducta por la cual la persona ha sido privada de libertad
.
236. Por lo tanto, de acuerdo a la información disponible, la CIDH considera que en el presente caso las presuntas víctimas fueron mantenidas en un régimen de confinamiento solitario prolongado sobre la única base de ser personas condenadas a la pena de muerte.  En tal sentido, medidas tales como la prohibición de todo contacto físico con familiares y abogados, así como la prohibición de contacto con otros reclusos, no parecieran ser proporcionales, legítimas ni necesarias.
237. Con base en los estándares internacionales, la Comisión Interamericana concluye que Estados Unidos, al mantener a los señores Resendiz y Gardner en un régimen de confinamiento solitario prolongado, los sometió a un tratamiento inhumano durante su detención, y les impuso una pena cruel, infamante e inusitada, en contravención de los artículos XXV y XXVI de la Declaración Americana.
E.
Incumplimiento de las medidas cautelares (Artículo I de la Declaración Americana)
238. La CIDH observa que la presente denuncia posee implicaciones dentro del marco de las obligaciones del Estado para con el sistema interamericano de derechos humanos, dado el incumplimiento de las medidas cautelares otorgadas por este órgano.
239. La Comisión Interamericana otorgó medidas cautelares a favor de las 16 presuntas víctimas y solicitó a los Estados Unidos la suspensión de la ejecución hasta tanto se pronunciara sobre el fondo de las respectivas peticiones.  Todas las presuntas víctimas fueron ejecutadas mientras estaban vigentes dichas medidas.  En varios de los casos, las ejecuciones tuvieron lugar a los días o semanas de presentada la petición ante la CIDH.
240. La CIDH ha expresado su profunda preocupación en relación con el hecho de que su capacidad para investigar efectivamente y decidir casos de pena de muerte se vea frecuentemente socavada cuando los Estados llevan adelante la ejecución de los condenados, pese a tener actuaciones pendientes ante dicho órgano.  Es por esta razón que en los casos de pena capital la Comisión Interamericana solicita medidas cautelares de los Estados para suspender la ejecución del recluso condenado hasta tener oportunidad de investigar las alegadas violaciones
. 
241. Al respecto, la CIDH reitera que:
[…] los Estados miembros de la OEA, al crear la Comisión y encomendarle, a través de la Carta de la OEA y del Estatuto de la Comisión, la promoción de la observancia y protección de los derechos humanos de los pueblos americanos, se han comprometido implícitamente a implementar medidas de esta naturaleza en los casos en que ello es esencial para preservar el mandato de la Comisión. En los casos de pena capital en particular, el hecho de que el Estado miembro no preserve la vida del recluso condenado estando pendiente de examen por la Comisión su denuncia, sustrae toda eficacia al proceso ante la Comisión, priva a los condenados del derecho de petición ante el sistema interamericano de derechos humanos y determina un daño grave e irreparable para esas personas, y por lo tanto es falto de correspondencia con las obligaciones del Estado
.  
242. La Comisión Interamericana considera que la jurisprudencia del sistema “articula un principio común al funcionamiento de los sistemas jurisdiccionales internacionales conforme al cual los Estados Miembros deben adoptar medidas provisionales o cautelares para preservar los propósitos mismos para los cuales tales sistemas fueron creados y para evitar un daño irreparable a las partes cuyos intereses están determinados por esos procesos”
.
243. Asimismo, de conformidad con el artículo I de la Declaración Americana y con los principios del debido proceso establecidos en los artículos XVIII y XXVI de dicho instrumento, no se puede aplicar la pena de muerte sino cuando se han agotado todos los recursos existentes.  Esto incluye recursos a nivel interno e internacional.  En consecuencia, se deben respetar las solicitudes de adopción de medidas cautelares para garantizar la conclusión efectiva de los procedimientos ante esta Comisión
.
244. Por esas razones, la Comisión Interamericana ha concluido que un Estado miembro falta a sus obligaciones fundamentales sobre derechos humanos previstas en la Carta de la OEA e instrumentos conexos cuando se abstiene de aplicar medidas cautelares previstas por la Comisión Interamericana en circunstancias de ese género.  
245. Por lo tanto, la Comisión Interamericana concluye que el hecho que las presuntas víctimas hayan sido ejecutadas estando pendiente un reclamo a nivel internacional constituye una violación agravada de la obligación del Estado de proteger el derecho a la vida reconocido en el artículo I de la Declaración Americana.  Dicha violación causó un daño irreparable en perjuicio de las presuntas víctimas, quienes se vieron privadas arbitrariamente del derecho a la vida al no haber tenido la oportunidad de que sus alegatos fueran investigados por la CIDH, con lo que se vio afectado además su derecho de petición ante este órgano según lo establecido en el artículo 23 del Reglamento.
VI.
ACCIONES SUBSIGUIENTES AL INFORME No. 69/12
246. El 17 de julio de 2012, la Comisión Interamericana aprobó el informe No. 69/12 sobre el fondo de este caso, que comprende los párrafos 1 a 245 supra, con las siguientes recomendaciones al Estado:

1. Otorgar reparaciones a la familia de Clarence Allen Lackey, David Leisure, Anthony Green, James Brown, Larry Eugene Moon, Edward Hartman, Robert Karl Hicks, Troy Albert Kunkle, Stephen Anthony Mobley, Jaime Elizalde Jr., Ángel Maturino Resendiz, Heliberto Chi Aceituno, David Powell, Ronnie Gardner, Miguel Ángel Flores y James Wilson Chambers como consecuencia de las violaciones establecidas en este informe;
2. Asegurar que toda persona extranjera privada de libertad sea informada, sin demora y antes de rendir su primera declaración, de su derecho a la asistencia consular y a solicitar que se notifique a las autoridades diplomáticas de manera inmediata su privación de libertad;

3. Impulsar la aprobación urgente del proyecto de “Ley para el Cumplimiento de la Notificación Consular” (“CNCA” por sus siglas en inglés) que se encuentra pendiente ante el Congreso de los Estados Unidos desde 2011;

4. Proporcionar a toda persona indigente acusada de un delito punible con la pena capital la asistencia letrada necesaria;
5. Asegurar que la asistencia letrada brindada por el Estado en casos de pena de muerte sea eficaz, esté capacitada para actuar en casos de pena de muerte, e investigue en forma exhaustiva y diligente toda prueba atenuante;
6. Revisar sus leyes, procedimientos y prácticas para asegurar que ninguna persona que, al momento de la comisión del delito o de la ejecución de la pena de muerte, tenga una discapacidad mental, se le aplique la pena capital o sea ejecutada.  El Estado debe asegurar asimismo que toda persona acusada de un delito punible con la pena capital que invoque la necesidad de contar con una evaluación independiente de su estado de salud mental, y que no cuente con los medios para ello, tenga acceso a dicha evaluación;
7. Revisar sus leyes, procedimientos y prácticas para que el confinamiento solitario no sea utilizado como una condena judicial en el caso de las personas condenadas a pena de muerte.  Asegurar que dicho régimen sea utilizado en forma excepcional de acuerdo a los estándares internacionales;
8. Asegurar que las personas condenadas a pena de muerte tengan la posibilidad de tener contacto con sus familiares y acceso a diferentes programas y actividades; y
9. Asegurar, como medida de no repetición, el cumplimiento de las medidas cautelares otorgadas por la CIDH a favor de personas condenadas a pena de muerte.
247. Asimismo, “en consideración de las violaciones a la Declaración Americana declaradas por la CIDH en el presente caso y en otros casos relativos a la aplicación de la pena capital, la Comisión Interamericana [recomienda] a Estados Unidos adoptar una moratoria de las ejecuciones de personas condenadas a la pena de muerte” 
.
248. El 2 de agosto de 2012 el informe fue transmitido al Estado con un plazo de dos meses para informar a la Comisión Interamericana acerca de las medidas adoptadas para cumplir con sus recomendaciones.  En la misma fecha se transmitieron a los peticionarios las partes pertinentes del informe.  No se recibió respuesta del Estado sobre las medidas adoptadas para cumplir con las recomendaciones del informe No. 69/12.  
249. El 19 de marzo de 2013 la Comisión Interamericana aprobó el Informe No. 4/13 conteniendo las conclusiones y recomendaciones finales indicadas infra. Con base en el artículo 47.2 de su Reglamento, el 24 de abril de 2013 la CIDH transmitió el informe a las partes para que presenten en el plazo de un mes información sobre el cumplimento de las recomendaciones finales. El 27 de mayo de 2013 la peticionaria Karen Parker informó a la Comisión Interamericana que el gobierno de los Estados Unidos no se había puesto en contacto con ella ni con la familia de la víctima Jaime Elizalde Jr. en relación con la decisión sobre el fondo del caso.  No se recibió respuesta del Estado dentro del plazo estipulado.
VII.
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES FINALES
250. De conformidad con las consideraciones legales y fácticas contenidas en este informe, la Comisión Interamericana concluye que Estados Unidos es responsable por la violación de las siguientes disposiciones:
· Derecho de justicia y derecho a proceso regular, establecidos en los artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana respectivamente, en perjuicio de Heliberto Chi Aceituno y de Miguel Ángel Flores por la violación de sus derechos a la notificación y asistencia consulares; y de Larry Eugene Moon, Edward Hartman, Robert Karl Hicks, Jaime Elizalde Jr., Ángel Maturino Resendiz y  Miguel Ángel Flores por la ineficacia de la asistencia letrada asignada por el Estado; 

· Derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de la persona y derecho a proceso regular, previstos en los artículos I y XXVI de la Declaración Americana respectivamente, en perjuicio de David Leisure, James Brown, Robert Karl Hicks, Troy Albert Kunkle, Jaime Elizalde Jr., Ángel Maturino Resendiz y James Wilson Chambers por la violación al derecho de toda persona con discapacidad mental a no ser sometida a la pena de muerte; 

· Derecho de protección contra la detención arbitraria y derecho a proceso regular, establecidos en los artículos XXV y XXVI de la Declaración Americana respectivamente, en perjuicio de Ángel Maturino Resendiz y Ronnie Gardner por la violación al derecho de toda persona privada de libertad a no ser sometida a confinamiento prolongado; y

· Derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de la persona previsto en el artículo I de la Declaración Americana, en perjuicio de Clarence Allen Lackey, David Leisure, Anthony Green, James Brown, Larry Eugene Moon, Edward Hartman, Robert Karl Hicks, Troy Albert Kunkle, Stephen Anthony Mobley, Jaime Elizalde Jr., Ángel Maturino Resendiz, Heliberto Chi Aceituno, David Powell, Ronnie Gardner, Miguel Ángel Flores y James Wilson Chambers, por el incumplimiento de las medidas cautelares otorgadas por la CIDH a favor de las presuntas víctimas.
251. La CIDH concluye que el Estado no ha adoptado las medidas necesarias para el cumplimiento de las recomendaciones emitidas en el informe de fondo en este caso. En consecuencia,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS REITERA SUS RECOMENDACIONES A ESTADOS UNIDOS:

1. Otorgar reparaciones a la familia de Clarence Allen Lackey, David Leisure, Anthony Green, James Brown, Larry Eugene Moon, Edward Hartman, Robert Karl Hicks, Troy Albert Kunkle, Stephen Anthony Mobley, Jaime Elizalde Jr., Ángel Maturino Resendiz, Heliberto Chi Aceituno, David Powell, Ronnie Gardner, Miguel Ángel Flores y James Wilson Chambers como consecuencia de las violaciones establecidas en este informe;
2. Asegurar que toda persona extranjera privada de libertad sea informada, sin demora y antes de rendir su primera declaración, de su derecho a la asistencia consular y a solicitar que se notifique a las autoridades diplomáticas de manera inmediata su privación de libertad;

3. Impulsar la aprobación urgente del proyecto de “Ley para el Cumplimiento de la Notificación Consular” (“CNCA” por sus siglas en inglés) que se encuentra pendiente ante el Congreso de los Estados Unidos desde 2011;

4. Proporcionar a toda persona indigente acusada de un delito punible con la pena capital la asistencia letrada necesaria;
5. Asegurar que la asistencia letrada brindada por el Estado en casos de pena de muerte sea eficaz, esté capacitada para actuar en casos de pena de muerte, e investigue en forma exhaustiva y diligente toda prueba atenuante;
6. Revisar sus leyes, procedimientos y prácticas para asegurar que ninguna persona que, al momento de la comisión del delito o de la ejecución de la pena de muerte, tenga una discapacidad mental, se le aplique la pena capital o sea ejecutada.  El Estado debe asegurar asimismo que toda persona acusada de un delito punible con la pena capital que invoque la necesidad de contar con una evaluación independiente de su estado de salud mental, y que no cuente con los medios para ello, tenga acceso a dicha evaluación;

7. Revisar sus leyes, procedimientos y prácticas para que el confinamiento solitario no sea utilizado como una condena judicial en el caso de las personas condenadas a pena de muerte.  Asegurar que dicho régimen sea utilizado en forma excepcional de acuerdo a los estándares internacionales;
8. Asegurar que las personas condenadas a pena de muerte tengan la posibilidad de tener contacto con sus familiares y acceso a diferentes programas y actividades; y
9. Asegurar, como medida de no repetición, el cumplimiento de las medidas cautelares otorgadas por la CIDH a favor de personas condenadas a pena de muerte.
252. Asimismo, en consideración de las violaciones a la Declaración Americana declaradas por la CIDH en el presente caso y en otros casos relativos a la aplicación de la pena capital, la Comisión Interamericana recomienda a Estados Unidos adoptar una moratoria de las ejecuciones de personas condenadas a la pena de muerte
.


VIII.
PUBLICACIÓN
253. Con base en las consideraciones presentadas, y de conformidad con el artículo 47.3 de su Reglamento, la CIDH decide publicar el presente informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.  La Comisión Interamericana, conforme a las normas de los instrumentos que rigen su mandato, seguirá evaluando las medidas adoptadas por los Estados Unidos respecto a las referidas recomendaciones hasta que determine que las mismas se han cumplido de forma plena.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 15 días del mes de julio de 2013.  (Firmado):  Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Rodrigo Escobar Gil y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión.
� La Comisionada Dinah Shelton, de nacionalidad estadounidense, no participó en el análisis y la votación de este informe, de conformidad con lo establecido en el artículo 17(2) del Reglamento de la Comisión.  El Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, nacional mexicano, consideró que, de conformidad con el artículo 17(3) del Reglamento de la CIDH, debería abstenerse de participar en el análisis y la decisión de este asunto, dado que dos presuntas víctimas en el presente caso son nacionales mexicanos.  La Comisión Interamericana aceptó su decisión de dispensarse, por lo que el Comisionado Orozco Henríquez no participó en las deliberaciones ni en las votaciones del presente caso.


� La peticionaria cita Elizalde v. Dretke, 362 F.3d 323 (5th Cir. 2004) (Habeas). 


� Según la información disponible en el expediente, la defensa fue nombrada por el Estado (comunicación de la Secretaría de Relaciones Exteriores de México recibida el 21 de noviembre de 2000 presentada en apoyo de la petición del señor Flores, tercer párrafo).


� El peticionario hace referencia a Flores v. Johnson, 210 F.3d 456, 457 (5th Circuit, 2000).


� Barrett & Sutcliffe v. Jamaica, Comunicaciones Nos. 270/1988 y 271/1988.


� El Estado hace referencia a la petición estatal de hábeas corpus rechazada el 30 de enero de 2006 y al recurso ante la Corte de Apelaciones para el 5to Circuito rechazado el 31 de enero de 2006.


� Comunicación del peticionario recibida el 29 de enero de 1996, p. 5 (Ex Parte Lackey, 559 S.W.2d 823 (Tex. Crim.App. 1977)).


� Comunicación del peticionario recibida el 29 de enero de 1996, p. 5 (Lackey v. State, 638 S.W.2d 439, 471-76 (Tex. Crim.App.1982)).
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